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Resumen

En vigencia de la Ley 141 de 1994, las entidades territoriales 
productoras concentraron cerca del 80% de las regalías. Pese 
a ese monto, no fueron un factor que incidiera de manera im-
portante en los principales indicadores socioeconómicos. Se 
describen los casos de los departamentos de Arauca y Casanare, 
que recibieron cerca del 31% de las regalías directas giradas 
entre 1994 y 2011, y no presentaron un desempeño mejor que 
otros departamentos que recibieron recursos muy inferiores 
por este concepto.

La ejecución de las regalías tuvo problemas relacionados con la 
equidad, la eficacia, la eficiencia y la corrupción, que se explican 
principalmente por los criterios de distribución adoptados y la 
capacidad técnica y de gestión de las entidades beneficiarias. 
Para superar dichas deficiencias, se creó el Sistema General de 
Regalías, que reforma la distribución de tales recursos y prevé 
un conjunto de órganos para blindar la asignación, la formula-
ción, la ejecución, el seguimiento y el control de los proyectos 
susceptibles de ser financiados con ellos.

Palabras claves: desarrollo regional, descentralización, regalías, Arauca, Casa-

nare.



Abstract

The royalties execution reveals that the increase in revenues 
generated by the exploitation of non-renewable natural re-
sources does not necessarily turn into greater welfare. Stronger 
institutions and organizations with greater technical and politi-
cal capacity are required.

Key words: regional development, decentralization, royalties, Arauca, Casanare.
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planteamiento general

1.1 presentación y justificación

Según la información reportada en 2011 por los departamentos y 
municipios en el Formulario Único Territorial, cerca del 50% de sus 
ingresos son transferencias del Gobierno nacional y regalías, principa-
les fuentes de financiación del gasto ejecutado por dichas entidades. 
Desde la Constitución Política de 1991, estas fuentes presentan una 
tendencia creciente, que se explica por las reglas y criterios de distri-
bución y asignación de los recursos.

En una primera etapa –hasta la expedición de la Ley 715 de 
2001– las transferencias fueron un porcentaje creciente de los ingre-
sos corrientes de la Nación, cedido mediante el situado fiscal a los de-
partamentos y distritos (artículo 9, Ley 60 de 1993) y a los municipios 
mediante una participación. Desde 2001, son un monto que crece en 
un porcentaje igual al de la tasa de inflación causada, más un incre-
mento adicional escalonado, que se reparte según criterios de pobla-
ción atendida y por atender y resultados de eficiencia.

Las regalías, hasta 2011, se distribuían entre las entidades 
territoriales y el Fondo Nacional de Regalías (fnr) conforme a los 
porcentajes establecidos en la Ley 141 de 1994, que privilegiaba a  
los departamentos y municipios productores y portuarios. Desde 2012, 
se distribuyen de acuerdo con los criterios del Acto Legislativo 05 de 
2011 que se describirán más adelante.
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El crecimiento de estos recursos se dio en el marco de la descen-
tralización, afianzada por la Constitución Política y adoptada por el 
Gobierno nacional como principal política regional, bajo la premisa 
de que además de resolver los problemas de gobernabilidad que exis-
tían hacia finales de la década de los ochenta, permitiría mejorar la 
eficacia, la eficiencia y la transparencia en la prestación de los servicios 
a cargo del Estado y disminuir las disparidades regionales.

Los resultados de la descentralización evidencian que los indica-
dores relacionados con el acceso de la población a los servicios sociales 
avanzaron en los departamentos y municipios; sin embargo el logro 
de los objetivos asociados al fortalecimiento del desarrollo económi-
co, la calidad de los servicios, el manejo transparente y eficiente de 
los recursos, la coordinación y cooperación intergubernamental y la 
capacidad técnica y de gestión sigue pendiente, principalmente por 
razones ligadas a la capacidad institucional del Estado en general y  
por el enfoque que concibió la descentralización como factor de cam-
bio social independiente, esto es, una visión instrumental que plantea 
que el diseño de dicho proceso se realizó sin tener suficientemente en 
cuenta el contexto. En opinión de algunos autores (ver por ejemplo 
Del Valle y Galindo, 2010; Galilea, García y Espinosa, 2011; Letelier 
y Ross, 2011), el diseño y la implementación de la descentralización 
no resolvieron los problemas que la motivaron; en algunos casos los 
agudizaron o terminaron fortaleciendo dinámicas relacionadas con 
la corrupción, la ineficiencia, el clientelismo o el conflicto armado.

En el marco de la descentralización se implementó el régimen 
de regalías establecido por la Constitución de 1991 (artículos 360 y 
361). Con ese régimen, los departamentos y municipios en cuya ju-
risdicción se adelantaba la explotación de los recursos naturales no 
renovables concentraron los ingresos provenientes de esta actividad; 
sin embargo, tal como se verá en este documento, en muchos casos 
esos ingresos no se tradujeron en logros sociales y económicos que 
los diferenciaran del resto de entidades territoriales, probablemen-
te, en parte, por la precariedad de la capacidad técnica y de gestión  
de las entidades receptoras, reflejada en la inestabilidad político-
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administrativa, en hechos de corrupción y en la cooptación de actores  
legales e ilegales.

Frente a esa situación y teniendo en cuenta la creciente contri-
bución del sector minero-energético a la economía colombiana, se 
previeron aumentos en las regalías, que llevaron al Gobierno nacional 
a promover ante el Congreso de la República una reforma que se ma-
terializó en el Acto Legislativo 05 de 2011, que modificó los artículos 
360 y 361 de la Constitución Política y constituyó el Sistema General 
de Regalías (sgr). Dicho acto se desarrolló con la Ley 1530 de 2012.

Este trabajo se enmarca en el contexto descrito y pretende 
contribuir a determinar en qué medida la institucionalidad del sgr 
tiende a subsanar las falencias que, de acuerdo con la experiencia de 
los departamentos de Arauca y Casanare, caracterizaron el anterior 
régimen de regalías, y a identificar si esa nueva institucionalidad es 
más adecuada para promover el desarrollo regional.

Seis razones sustentan la selección de estos departamentos:  
1) Entre 1994 y 2011 recibieron cerca del 31% de las regalías, lo que 
generó asignaciones per cápita hasta cinco veces superiores al pro-
medio nacional; 2) pese a recibir este alto monto de recursos, sus 
indicadores sociales y económicos no mejoraron más que los de enti-
dades que recibieron sumas muy inferiores; 3) según los informes del 
Departamento Nacional de Planeación (dnp), la ejecución de tales 
recursos mostró irregularidades; 4) son departamentos creados por la 
Constitución Política de 1991; 5) son entidades en las que los grupos 
al margen de la ley han tenido incidencia directa en el manejo de los 
recursos públicos; y 6) son entidades que han presentado inestabilidad 
política y administrativa (períodos electorales atípicos, suspensión de 
los gobernadores, entre otros).

El trabajo cubre el período 2004-2012. Si bien para ciertos 
efectos se retoman análisis y datos de vigencias anteriores, el trabajo 
se focaliza en una fase en que las regalías presentan una tendencia 
creciente y en que los gobernadores de ambos departamentos fueron 
suspendidos o destituidos, por lo que se requirieron elecciones atípi-
cas. Además, a partir de 2004, la función de control y vigilancia de la 
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ejecución de las regalías fue asumida por el dnp, lo que brinda más y 
mejor información para este trabajo. En esta misma época, el Gobier-
no nacional, mediante el Decreto 416 de 2007, modificó la reglamen-
tación de la Ley 141 de 1994 e introdujo precisiones importantes en 
cuanto a la destinación y distribución de las regalías y a los respectivos 
instrumentos de control y vigilancia.

Igualmente, cabe señalar que aunque este trabajo examina las 
experiencias de los departamentos de Arauca y Casanare, no es un 
estudio de caso ni una evaluación del impacto de los recursos de re-
galías. El análisis se concentra en identificar las falencias que, desde la 
experiencia de esos departamentos, caracterizaron el anterior régimen 
de regalías y en examinar hasta qué punto dichas falencias podrían 
ser subsanadas por el nuevo sgr.

Para la identificación de las falencias se examinaron los montos 
de los recursos asignados, los criterios y las modalidades utilizadas para 
su programación y ejecución, la institucionalidad en la que se enmarcó 
la ejecución de los recursos, los productos alcanzados y la evolución 
de algunos indicadores sociales y económicos, y se compararon con 
los de otros departamentos no receptores de regalías. Una vez identi-
ficadas las falencias, se analizó si el nuevo sgr tiende a subsanarlas y 
hasta qué punto fortalece la institucionalidad pública para promover 
el desarrollo regional.

Con este propósito, se revisó la información disponible en el 
dnp, la Contraloría General de la República (cgr) y los ministerios de 
Minas y Energía (mme) y Hacienda y Crédito Público (mhcp). El aná-
lisis se alimenta de informes generados por estas y por otras entidades 
y autores sobre las finanzas territoriales y la descentralización y, sobre 
todo, de las entrevistas realizadas a funcionarios y ex funcionarios del 
Gobierno nacional y de los departamentos de Arauca y Casanare que 
intervinieron directamente en la administración de las regalías.

Debe advertirse que la indagación y el análisis se realizaron con 
base en los elementos conceptuales tratados en el capítulo 2, los cuales 
sirven de eje articulador del documento.
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La realización de este trabajo se justifica por la importancia pre-
vista de las regalías en el desarrollo regional: según estimaciones del 
Gobierno, en los próximos diez años se generarán cerca de $98 billo-
nes por este concepto, lo que hace indispensable analizar el diseño del 
sgr y su capacidad para subsanar las deficiencias del anterior régimen. 
De este análisis podrían desprenderse eventuales recomendaciones de 
política tendientes a garantizar el logro de los objetivos estratégicos 
que motivaron la reforma. Cabe señalar que hasta el momento no se 
conoce un documento específico sobre el tema, razón por la que el 
análisis y las recomendaciones que aquí se propongan serán de utilidad 
para los actores intervinientes en la implementación, el seguimiento 
y la evaluación del sgr.

Es preciso señalar, por lo demás, que el interés del autor por el 
tema del trabajo surge con ocasión de su vinculación laboral a la Di-
rección de Regalías del dnp durante tres años, lo que le facilitó tanto 
la consecución de la información secundaria, como la realización de 
las entrevistas propuestas. Esta condición podría contribuir a que se 
otorgue atención a las conclusiones y recomendaciones del trabajo.

1.2 problema y preguntas 
de investigación

Dos variables permiten definir el problema: 1) el monto y la concentra-
ción de las regalías en las entidades territoriales en cuya jurisdicción se 
explotan los recursos naturales no renovables, y 2) la transformación 
lograda por esas entidades en sus indicadores sociales y económicos.

Por lo tanto, el problema planteado es: “El estancamiento de los 
indicadores sociales y económicos de las entidades territoriales que 
recibieron regalías, pese a la elevada cuantía de estos recursos”. Aun-
que este problema es general en las entidades territoriales receptoras 
de regalías, para los efectos de este trabajo el análisis se limita a los 
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departamentos de Arauca y Casanare, que fueron seleccionados por 
las razones expuestas anteriormente.

Teniendo en cuenta el problema, así como su delimitación geo-
gráfica (Arauca y Casanare), se formularon las siguientes preguntas, 
que se resuelven en el curso del trabajo:

1.	 ¿Cuál era la normatividad que regulaba el régimen anterior 
de regalías?

2.	 ¿Cómo se distribuían y asignaban los recursos en el régimen 
anterior de regalías?

3.	 ¿Qué entidades y procesos intervenían en la distribución, 
la destinación, la ejecución y el control de los recursos en 
el anterior régimen de regalías?

4.	 ¿Cuál fue el monto de las regalías giradas? ¿Qué partici-
pación tuvieron las regalías dentro del total de recursos 
departamentales?

5.	 ¿Cómo asignaron los departamentos de Arauca y Casanare, 
entre 2004 y 2011, los recursos de las regalías que les corres-
pondieron conforme a la normatividad vigente?

6.	 ¿Cuál fue la evolución de algunos indicadores sociales y eco-
nómicos de los departamentos de Arauca y Casanare entre 
2004 y 2011, frente a la registrada en departamentos que 
no fueron receptores de regalías directas o que recibieron 
un menor monto, durante el mismo período?

7.	 ¿Hubo inversiones inadecuadas en la aplicación de esas 
regalías? ¿Hubo aspectos de la normatividad e institucio-
nalidad que permitieron o condujeron a inversiones inade-
cuadas? En caso afirmativo, ¿cuáles fueron esos aspectos?

8.	 ¿Hasta qué punto esas falencias han sido subsanadas por el 
nuevo Sistema General de Regalías?

9.	 ¿Hasta qué punto el nuevo sistema tiende a fortalecer la 
institucionalidad pública para contribuir al desarrollo re-
gional?
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1.3 objetivos

General

Contribuir a determinar si el Sistema General de Regalías tiende a 
subsanar las falencias que, de acuerdo con la experiencia de los de-
partamentos de Arauca y Casanare, caracterizaron el anterior régimen 
de regalías, y a fortalecer la institucionalidad pública para promover 
el desarrollo regional.

Específicos

1. 	 Revisar la normatividad y la institucionalidad que regulaban 
la distribución, la destinación y la ejecución de los recursos 
del régimen anterior de regalías, para identificar si hubo 
aspectos que permitieron o condujeron a inversiones in-
adecuadas.

2. 	 Analizar el comportamiento de algunos indicadores sociales 
y económicos de los departamentos de Arauca y Casanare 
entre 2004 y 2011 y compararlo con la evolución de esos 
indicadores en departamentos que no recibieron regalías 
directas en la misma magnitud.

3. 	 Identificar, con base en la experiencia de los departamen-
tos de Arauca y Casanare, las principales falencias del régi-
men anterior de regalías que pudieron haber reducido el 
impacto de estas sobre el mejoramiento de los indicadores 
sociales y económicos.

4. 	 Generar recomendaciones para potenciar los aspectos po-
sitivos del Sistema General de Regalías, en forma tal que su 
operación contribuya a acelerar los procesos de desarrollo 
regional.





2

marco conceptual

Como elementos que enmarcan el análisis presentado en este do-
cumento, se señalan los conceptos de desarrollo, abordado desde la 
perspectiva del desarrollo humano; desarrollo regional¸ como proceso 
de transformación que conduce al desarrollo humano en ámbitos 
territoriales específicos, y descentralización territorial, política mediante 
la cual el Estado central transfiere responsabilidades, funciones y re-
cursos a los municipios y departamentos. En la descentralización se 
privilegian dos aspectos: capacidad institucional, asociada con la po-
sibilidad de hacer efectivas las decisiones gubernamentales e incidir 
en el contexto social y político, y finanzas públicas, donde se precisan 
los conceptos de transferencias y regalías.

2.1 desarrollo

Para efectos de este trabajo, se concibe el desarrollo “como un proce-
so integrado de expansión de libertades fundamentales relacionadas 
entre sí” (Sen, 1999, p. 25), que incorpora relaciones de tipo social, 
económico, político y ambiental (Zorro, 2007), enmarcadas por ins-
tituciones, esto es, conjunto de valores, normas y organizaciones for-
males o informales que presiden la actividad de quienes residen en 
un determinado territorio.
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Concebir “el desarrollo como un proceso de expansión de las 
libertades reales de que disfrutan los individuos” (Sen, 1999, p. 55) 
lleva a considerar la libertad como el fin primordial, en cuanto nece-
saria para el enriquecimiento de la vida humana, y, a la vez, como el 
medio principal, ya que sus distintos componentes obran como ins-
trumentos para expandirla.

La aproximación analítica al desarrollo como proceso complejo 
y dinámico implica identificar las dimensiones que resultan de la de-
finición de los tipos de relaciones que involucran al individuo, como 
agente principal y destinatario del desarrollo (Zorro, 2007). Dada la 
multiplicidad de enfoques posibles para abordarlo, el análisis que 
aquí se efectúa prioriza la dimensión política, por ser la que permite 
aproximarse más directamente al tema de los principales agentes de 
la gestión del desarrollo: organizaciones públicas, autoridades políti-
cas y administrativas regionales y nacionales, así como a las políticas 
públicas y en general a las reglas, que desde Sen, están relacionadas 
con las libertades políticas, es decir, “las oportunidades que tienen los 
individuos para decidir quién los debe gobernar y con qué principios 
[…] Comprenden los derechos políticos que acompañan a las de-
mocracias en el sentido más amplio de la palabra” (Sen, 1999, p. 57).  
En igual dirección, Zorro (2007) caracteriza el proceso relacionado 
con la categoría de las relaciones políticas como “Pacto social para la 
organización política de la sociedad” (p. 167).

En el caso colombiano, la organización política corresponde a 
una república unitaria, descentralizada y con autonomía de las entida-
des territoriales, que tiene dos niveles: el nacional y el territorial. Esto, 
desde el punto de vista administrativo, se refleja en una organización 
del Estado en dos sectores: central y descentralizado, cada uno de los 
cuales cumple funciones específicas. En el marco de esta organización, 
tiene lugar la formulación, aprobación e implementación de políticas 
públicas, con las que el Estado pretende lograr un conjunto de objetivos 
colectivos relacionados, de manera directa o indirecta, con la amplia-
ción de las libertades y la generación de capacidades.
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La unidad, la descentralización y la autonomía son elemen-
tos característicos del ejercicio del poder político que inciden en la 
elaboración y ejecución de las políticas, en particular de aquellas re-
lacionadas con el nivel territorial. En este proceso, las instituciones 
influyen directamente, no solo en la discusión pública, sino también, y 
especialmente, en la implementación, en donde los arreglos y formas 
dominantes amoldan el alcance y el cumplimiento de los objetivos 
definidos para las diferentes intervenciones públicas.

En este contexto, una política pública designa la existencia de un con-

junto conformado por uno o varios objetivos colectivos considerados 

necesarios o deseables y por medios y acciones que son tratados, por 

lo menos parcialmente, por una institución u organización guber-

namental con la finalidad de orientar el comportamiento de actores 

individuales o colectivos para modificar una situación percibida como 

insatisfactoria o problemática. (Roth, 2006, p. 27)

Es, entonces, mediante las políticas que las organizaciones pú-
blicas inciden en la transformación de las situaciones problemáticas, 
con el propósito de eliminar las privaciones de las personas, contribu-
yendo a que tengan el tipo de vida que valoran y que tienen razones 
para valorar (Sen, 1999). En este proceso de definición de objetivos 
colectivos, de medios y acciones utilizadas y de resultados obtenidos 
frente a la modificación de las situaciones negativas, las instituciones y 
la capacidad de las organizaciones desempeñan un papel fundamental.

Las instituciones son “conjuntos de reglas, escritas o informales, 
que gobiernan las relaciones entre los ocupantes de roles en organi-
zaciones sociales” (Portes, 2011, p. 31) y la capacidad de las organiza-
ciones es la facultad de dar dirección a la comunidad, manejando el 
entorno, asegurando eficiencia, eficacia, transparencia y calidad en la 
provisión de los bienes y servicios públicos y logrando que su acción 
cree y agregue valor en los individuos, en forma tal que desarrollen 
sus capacidades y se incremente la libertad general de la comunidad 
(Aguilar, 2009).
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Cabe reiterar que si bien las políticas públicas están llamadas a 
trazar el rumbo para lograr el desarrollo esperado, estas se despliegan 
en un marco institucional particular, con actores sociales y políticos 
que tienen relaciones de competencia, cooperación o conflicto depen-
diendo de las restricciones que dicho marco establezca, así como de los 
incentivos, las preferencias y las expectativas de los actores. Al respecto, 
la contribución de las políticas al desarrollo no está dada solo por su 
contenido técnico, sino también por las instituciones, los procesos y 
los actores que intervienen en su elaboración, aprobación y ejecución 
(Banco Interamericano de Desarrollo [bid], 2006). Desconocer este 
planteamiento es mantener una visión puramente instrumental de las 
políticas e instituciones, que no considera lo suficiente el contexto en 
el que se diseñan, así como los actores que actúan en ese contexto y 
que pueden alterar con sus prácticas los fines perseguidos.

Según esto, el desarrollo es fomentado por el Estado mediante 
políticas públicas que buscan ampliar las libertades colectivas en lo 
político, lo económico y lo social y sobre las que inciden las institucio-
nes y la capacidad de las organizaciones.

Este documento plantea que en Colombia la contribución del 
Estado al desarrollo regional se realiza especialmente con la descentra-
lización, principal política en este campo, que busca con recursos de 
transferencias y regalías, entre otros, ampliar el ámbito de libertades 
de los individuos, mediante procesos liderados por el nivel territorial 
para asegurar acceso a salud, educación, agua potable y saneamiento 
básico, sectores prioritarios en la destinación de las regalías.

2.2 desarrollo y política regional

El Estado contemporáneo tiende a diseñar e implementar políticas 
públicas para promover el desarrollo, algunas de las cuales se orientan 
a los ámbitos regionales.
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La política regional es el conjunto de iniciativas, acciones y de-
cisiones orientadas a mejorar la equidad y la eficiencia en el ámbito 
regional, a fin de maximizar el desarrollo económico y social, me-
diante una mejor asignación de los recursos y reducir las disparidades 
interregionales de empleo, ingreso, bienestar y crecimiento (Polèse, 
1998; Richardson, 1986).

En la organización política y administrativa del Estado colom-
biano, lo regional es una escala intermedia, entre lo nacional y lo 
local, que incluye dos tipos de organizaciones: las “regiones” propia-
mente dichas1 y los departamentos, a los que se refiere este trabajo, 
los cuales cumplen funciones tanto de administración, planificación y 
promoción del desarrollo económico y social, como de coordinación, 
complementariedad de la acción municipal e intermediación ante la 
Nación (artículo 298, cp).

En todo caso, para entender las dinámicas regionales subnacio-
nales de cualquier nivel, es preciso identificar las características de las 
políticas aplicadas, las cuales están determinadas en buena medida por 
el régimen de acumulación y el modo de regulación vigentes.

Según la escuela de la regulación, a cada régimen de acumu-
lación corresponde un modo social de regulación; por lo tanto, si se 
presenta una crisis que conduce a replantear el primero, emerge un 
nuevo modo de regulación. Jessop (1999) plantea que la crisis del 
régimen de acumulación fordista en los años setenta provocó a su 
vez una crisis en el modo de regulación que caracterizó el Estado de 

1	 Artículo 286 de la Constitución Política. El artículo 10 de la Ley 1454 de 2011, 
Por la cual se dictan normas orgánicas sobre ordenamiento territorial y se modifican otras dis-
posiciones, prevé dentro de los esquemas asociativos territoriales las regiones adminis-
trativas y de planificación y las regiones de planeación y gestión. De igual forma, el 
artículo 9 de la citada ley señala que “El Estado promoverá procesos asociativos entre 
entidades territoriales para la libre y voluntaria conformación de alianzas estratégicas 
que impulsen el desarrollo autónomo y autosostenible de las comunidades”. Si bien 
la Constitución Política y la ley prevén las regiones, aún no se evidencian la creación 
y el funcionamiento de estas entidades. 
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bienestar keynesiano (ebk) y al observar la transición del régimen de 
acumulación fordista al posfordista plantea que este implica un nuevo 
marco de regulación, el Estado de trabajo schumpeteriano (est), en 
donde tiene lugar la descentralización, que implica mayor participa-
ción de los gobiernos subnacionales en la ejecución del gasto público.

Dadas sus funciones y características, el ebk se vio abocado 
a formular y ejecutar un conjunto de políticas que al promover el 
pleno empleo en una economía nacional relativamente cerrada, en 
especial mediante el manejo de la demanda, y al generalizar las nor-
mas de consumo masivo, garantizaron la reproducción económica y 
social (Jessop, 1999, p. 65). En este marco, el ebk formuló políticas 
económicas, sociales, regionales, industriales, ambientales, entre otras,  
que caracterizaron el accionar estatal hasta la década de los ochenta, 
y que pretendieron consolidar e integrar el mercado interno para 
garantizar la expansión de la acumulación del capital.

En este contexto, la política regional se orientó a reducir las dis-
paridades regionales de empleo e ingreso por habitante y a redistribuir 
espacialmente las actividades económicas. Al articularse plenamente 
con los propósitos del ebk, la política regional contribuyó al desarrollo 
en el marco del régimen de acumulación fordista. Sobre la naturaleza 
y el sentido de la política regional, principal instrumento utilizado por 
el Estado para intervenir en la dinámica económica de las regiones y 
localidades, Cuervo (1999) señala:

Su motivación y su propósito consisten en intervenir sobre el desarro-

llo económico regional, especialmente en la regulación de los desequi-

librios y brechas socioeconómicas entre las diferentes jurisdicciones 

subnacionales. De otro lado, su agente principal es el Estado central, 

que justifica la existencia de una política regional en la necesidad 

de armonizar los objetivos del desarrollo nacional y subnacional.  

(p. 80)

Con estas acciones, el ebk pretendió conciliar las funciones de 
acumulación y legitimidad, ya que adoptó medidas que permitieron 
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avanzar en el reconocimiento de derechos sociales y la convergencia 
del desarrollo de las regiones, mediante una intervención activa del 
Estado central.

El agotamiento del crecimiento proveniente de la producción 
masiva y estandarizada, el aumento del déficit fiscal debido a la expan-
sión de los gastos sociales, entre otros, generaron en las décadas del 
setenta y el ochenta una crisis del régimen de acumulación fordista 
que condujo al debilitamiento del ebk (Jessop, 1999).

El modelo posfordista se orienta a superar dicha crisis. A este 
régimen de acumulación le corresponde, según Jessop (1999), un 
modo de regulación diferente al ebk, que se concreta en el est, cuyos

[…] objetivos económicos y sociales pueden sintetizarse en la pro-

moción de innovaciones de productos, de procesos organizacionales 

y de mercados; el mejoramiento de la competitividad estructural de 

las economías abiertas, principalmente mediante la intervención en 

el lado de la oferta; y la subordinación de la política social a las exi-

gencias de flexibilidad del mercado de trabajo y de competitividad 

estructural. (p. 66)

Con este proceso de transición del fordismo al postfordismo, 
Jessop (1999) identifica el vaciamiento del Estado nacional2, que 

2	 Jessop plantea que “el Estado nacional está sujeto a diversos cambios que 
llevan a su ‘vaciamiento’ […] su capacidad para ejercer el poder aun dentro de sus 
fronteras nacionales se está volviendo cada vez más limitada debido al triple y complejo 
desplazamiento de los poderes –hacia arriba, hacia abajo y, en alguna medida, hacia 
afuera–: algunas capacidades del Estado son transferidas a cuerpos pan-regionales, 
plurinacionales o internacionales; otras son devueltas a los niveles regionales o loca-
les dentro del Estado nacional; y otras son asumidas por redes horizontales de poder 
emergentes –regionales o locales– que pasan por alto a los Estados centrales y unen 
regiones o localidades de diversas sociedades. Estos cambios también están asociados 
al desvanecimiento de las fronteras del Estado y a su creciente compromiso en estra-
tegias de orientación social descentralizada antes que en la coordinación centralizada 
de carácter imperativo…” (pp. 66, 67). 
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conduce, por un lado, a reconocer el surgimiento gradual de una 
sociedad que demanda un creciente número de sistemas funcionales 
globales que restringen la autonomía de los Estados-nación y, por el 
otro, al fortalecimiento de la descentralización y del Estado local, en 
particular por su rol en el postfordismo para promover la competiti-
vidad y desarrollar políticas de educación, entrenamiento y provisión 
de infraestructura acordes con las necesidades del aparato productivo.

El Estado nacional es demasiado pequeño para asumir los retos 
que acarrea el proceso de globalización, pero demasiado grande para 
resolver las demandas de las comunidades. Su estructura centralista, 
jerárquica y burocrática le impide adaptarse a los requerimientos del 
postfordismo, que demanda una organización estatal descentralizada, 
plana y flexible. En este contexto se ubica la descentralización.

En esta política, las nuevas formas y sistemas de organización 
territorial y productiva, sus entornos, la posición y el posicionamiento 
en el contexto global, las instituciones locales y la coordinación entre 
actores y niveles son determinantes para promover la competitividad.

Se produce así un cambio en la política regional, que deja de 
ser un instrumento de intervención en la dinámica económica de las 
regiones, para convertirse en un motor llamado a promover la compe-
titividad, asumir el manejo de competencias y recursos e impulsar la 
generación de capacidades, para lo cual las transferencias y las regalías 
tienen un rol importante.

2.3 descentralización

La descentralización es un proceso político afianzado en la década de 
los ochenta, que se asocia con las políticas de ajuste estructural, refor-
ma y vaciamiento del Estado-nación propias del modelo postfordista 
(Jessop, 1999). Su propósito es trasladar a los gobiernos subnacionales 
parte de la responsabilidad en la provisión de los bienes y servicios 
públicos, para aumentar la eficiencia en el uso y la asignación de los 
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recursos (Finot, 2001). La descentralización pretende acercar las deci-
siones a los ciudadanos, para mejorar la participación y la gobernabili-
dad, y permitir que los gobiernos subnacionales ejecuten determinadas 
políticas sociales y provean directamente bienes públicos de carácter 
local (Finot, 2003).

Para Burki, Perry y Dillinger (1999), la descentralización es el 
mecanismo de asignación de los poderes políticos, fiscales y adminis-
trativos a unidades subnacionales del Gobierno, esto es, departamen-
tos, distritos y municipios. Dicho proceso forma parte de la búsqueda 
de más estabilidad política, profundización de la democracia y mayor 
eficiencia y capacidad de respuesta del Gobierno; sin embargo no es 
el único mecanismo, ya que también operan la desconcentración y la 
privatización, que forman parte de lo que Jessop denomina el vacia-
miento del Estado nacional. Empero, la descentralización es la única 
que implica elección democrática en el ámbito subnacional ya que en 
la desconcentración, si bien hay delegación de funciones a oficinas de-
partamentales o municipales, se mantienen las relaciones jerárquicas 
entre el Gobierno nacional y los funcionarios de dichas oficinas. Por su 
parte, la privatización es la venta de activos, la adjudicación de conce-
siones y la celebración de alianzas entre los sectores público y privado.

Montecinos (2005) aborda la descentralización desde cinco en-
foques teóricos, a saber: económico, sociológico, de la nueva gestión 
pública, politológico y el relativo a los organismos internacionales. Acá 
se reseñan, a partir de este autor, los tres primeros.

En el enfoque económico el autor ubica al federalismo fiscal 
y al regionalismo. El federalismo asocia la descentralización con:  
1) la participación de los Gobiernos locales y regionales en los ingresos 
nacionales, 2) la distribución de la provisión de los servicios, en los 
que la incidencia del beneficio de estos conduce a la definición del  
tamaño de los distintos niveles de gobierno, y 3) la financiación  
del suministro de los servicios públicos a partir de los impuestos y 
tarifas cobradas a los ciudadanos que se benefician con los mismos. 
En el marco del federalismo se busca que los gobiernos subnacionales 
sean eficientes en la obtención de los ingresos y en la ejecución de los 
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gastos, en la medida en que para los ciudadanos, los pagos realizados 
deben ser acordes con los beneficios recibidos. En consecuencia, las 
transferencias intergubernamentales solo deberían ir a las regiones 
menos favorecidas, que no pueden proveer satisfactoriamente los ser-
vicios públicos con los ingresos recaudados.

De esta forma, el federalismo fiscal supone que los ciudadanos 
tienen preferencias determinadas por la estructura de ingresos y gastos 
que establezca el Gobierno local, por lo que estos se movilizan entre 
los gobiernos subnacionales, a fin de ubicarse en aquel que le resulte 
más conveniente. Derivada de esa movilidad, los Gobiernos promue-
ven la innovación en la producción de los servicios públicos, no solo 
para satisfacer las preferencias de los ciudadanos residentes, sino pa-
ra atraer nuevos, lo que implicaría contar con mayor calidad en los 
servicios y con información útil que permita a los ciudadanos tomar 
decisiones. Finalmente, el federalismo supone eficiencia económica, 
dado que los ciudadanos estarían dispuestos a pagar sus impuestos 
sin resistencia, si percibieran que estos se reflejan en bienes públicos 
de calidad eficientes.

Por su parte, el regionalismo, en el que se destacan autores 
como Antonio Vázquez Barquero, Francisco Alburquerque y Sergio 
Boisier, relaciona la descentralización con la consolidación de una 
estrategia de desarrollo regional y local para generar territorios com-
petitivos, en los que se estrecha la articulación entre lo público y lo 
privado, y se fortalece el rol de los gobiernos subnacionales como acto-
res claves en el diseño y la implementación de políticas de innovación, 
desarrollo productivo y construcción de ventajas competitivas a partir 
del aprovechamiento eficiente de los recursos endógenos.

Desde el enfoque sociológico, a juicio de Montecinos, la descen-
tralización es un medio útil para fortalecer la democracia, empoderar 
a la sociedad civil en la provisión de servicios públicos y mejorar el 
control para obtener una gestión pública más eficiente. Este enfoque 
supone que la vida local es el medio más propicio para fortalecer la 
participación social, razón por la cual la descentralización es el mejor 
mecanismo para acercar los ciudadanos a la gestión de lo público y 
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el instrumento más propicio para estimular y cualificar las diversas 
formas de participación de la comunidad.

El enfoque de la nueva gestión pública relaciona la descentra-
lización con la reforma del Estado, la gobernabilidad democrática  
y la gestión en red. Según este autor, la descentralización, al ampliar la 
autonomía de los gobiernos subnacionales para la gestión de sus ser-
vicios, les permitiría elevar su eficiencia y convertirse en instrumentos 
de integración interna y buena gestión técnica y financiera.

Sin embargo, autores como Prud’Homme (1995), Coraggio 
(1997) y De Mattos (1990) señalan los peligros de la descentraliza-
ción, en especial porque en su diseño inciden de manera importante 
los principios del federalismo fiscal, que no son fácilmente aplicables 
en países en vías de desarrollo. La descentralización puede debilitar 
la eficiencia asignativa, dado que el problema en estos países aún no 
está en la revelación de las preferencias de los ciudadanos, sino en la 
atención de las necesidades básicas de educación, salud, agua pota-
ble, vivienda, entre otras. La descentralización no garantiza eficiencia 
productiva, en especial porque a nivel central se logran economías de 
escala y opera la función pública, asuntos que a nivel local no se desa
rrollan fácilmente; tampoco reduce por sí misma las desigualdades 
entre personas y regiones; además, puede amenazar la estabilidad 
macroeconómica del país, no solo porque reduce la autonomía del 
Gobierno nacional sino también porque las autoridades territoriales 
no tienen suficientes incentivos para ser responsables en las decisiones 
del gasto (dnp, 2002, p. 25).

Sin desconocer esos peligros, la descentralización sería entonces 
una política con variados objetivos, orientados a consolidar y profun-
dizar la democracia y la participación social, fortalecer el desarrollo, 
aprovechar los recursos endógenos del territorio y hacerlo competi-
tivo, mejorar la equidad social y territorial, y aumentar la eficiencia y 
el control social de la gestión pública, entre otros.

En este contexto, en algunos países, entre ellos Colombia, la 
descentralización terminó sustituyendo a la política regional. Es así 
como Moncayo señala que
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[…] puede colegirse que, en realidad, la única política de Estado 

que ha tenido Colombia en materia regional es la descentralización. 

Esto fue así especialmente a partir de la administración de Betancur 

(1982-1986), cuando las políticas regionales activas que se intentaron 

en los gobiernos anteriores le cedieron el paso a la descentralización. 

(2004, p. 130)

Es decir, en el contexto del postfordismo, la descentralización 
ha operado como política regional.

No obstante, según Cuervo, no es correcto identificar la descen-
tralización con una política regional ya que, por una parte, algunos 
problemas regionales trascienden la esfera municipal y, por otra, nu-
merosos problemas territoriales se atienden de manera suelta y desar
ticulada, lo que constituye un verdadero rompecabezas de medidas 
regionales (Cuervo, 1999).

Teniendo en cuenta el planteamiento de Moncayo, la descen-
tralización, concebida como política regional, servirá aquí de marco 
para analizar los regímenes de regalías; la atención se centrará en su 
destinación y en los resultados logrados en salud, educación y agua 
potable, sectores estrechamente relacionados con el enfoque de desa
rrollo humano, por cuanto aumentan las oportunidades para que las 
personas gocen de una vida prolongada, saludable y creativa, y cuya 
gestión permite observar el desempeño de los departamentos, no so-
lo desde la perspectiva de la gestión de los recursos de regalías, sino 
también del aporte que hacen al desarrollo.

El análisis que aquí se hace de las regalías privilegia lo relativo 
a los servicios económicos y las oportunidades sociales. El régimen 
de regalías se concibe como una pieza de la descentralización y, dado 
que esta pretende mejorar el acceso de la población a determinados 
servicios, se examina la incidencia del recurso en cuestión sobre la 
ampliación de la cobertura en educación, el aseguramiento en salud, 
la disminución de la mortalidad infantil y el acceso a los servicios de 
agua potable y saneamiento básico, con el enfoque de desarrollo pro-
puesto en este documento.
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marco contextual:  
descentralización y regalías

Antes de la década de 1980, bajo la Constitución de 1886, Colombia era 
un Estado centralizado políticamente y descentralizado administrati-
vamente, en el cual el poder ejecutivo nacional concentraba cerca del 
80% de los ingresos tributarios del país, desempeñaba directamente 
funciones de carácter local y definía las funciones y responsabilidades 
de los departamentos y municipios (dnp, 2002).

En la adopción de la descentralización en Colombia, a fines del 
siglo pasado, se aprecia no solo la influencia de las políticas de ajuste 
estructural, sino que la coyuntura de la época y el contexto de crisis 
política y fiscal en la que el Gobierno nacional debió responder a las 
presiones sociales, hicieron que a dicho proceso se atribuyera un re-
pertorio amplio de objetivos. De ahí que, como lo señalan García y Es-
pinosa (2011), la descentralización fuera concebida bajo las premisas 
de que aumentaría la participación política; se mejoraría la eficacia, 
la agilidad y la transparencia en la prestación de los servicios públicos 
y se atenuaría el centralismo político, que era visto como uno de los 
principales obstáculos para lograr la paz en el país. La descentraliza-
ción se entendió como un instrumento gracias al cual se lograrían el 
fortalecimiento de la democracia participativa, la democratización del 
régimen político, la rendición de cuentas y, en últimas, la satisfacción 
de las necesidades de la población (García y Revelo, 2011).
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Tres décadas después de haberse puesto en marcha dicha políti-
ca, los balances señalan que hay aumento de los recursos transferidos a 
las entidades territoriales, ampliación de la cobertura de los servicios, 
especialmente en salud y educación, mayor participación electoral 
y mejor manejo financiero por los municipios (Del Valle y Galindo, 
2010; Galilea, Letelier y Ross, 2011; Restrepo, 2007). Sin embargo, per-
sisten algunos factores que no fueron considerados suficientemente 
en el diseño de dicha política y que por tanto han reducido su alcance 
y el cumplimiento de los objetivos previstos.

Algunos de esos factores que han influido negativamente en la 
implementación de la descentralización son: 1) la deficiente capaci-
dad técnica y de gestión de las entidades territoriales, 2) el conflicto 
armado y su incidencia en la gestión pública y en el manejo de los 
recursos, 3) el clientelismo en los procesos políticos y la corrupción 
en la administración pública, 4) la fragmentación de los actores so-
ciales y políticos y la ausencia de proyectos políticos novedosos que 
transformen la problemática territorial actual, y 5) el deficiente lide-
razgo ejercido por el Estado central frente a la administración de los 
departamentos y municipios, entre otros. Estos factores han incidido 
en los resultados de la descentralización y particularmente, como se 
verá más adelante, en la ejecución de las regalías, como lo plantean 
García y Espinosa.

Derivados de estos factores, la descentralización presenta, entre 
otros, los siguientes problemas: 1) desconocimiento de los marcos 
institucionales y de las estructuras sociales, políticas, fiscales y admi-
nistrativas de cada realidad regional o local, por lo que determinados 
lineamientos o disposiciones expedidas por el Gobierno nacional no 
se aplican fácilmente o son objeto de captura por determinados gru-
pos para beneficio particular; 2) baja gestión de los recursos humanos, 
técnicos, financieros y de información, y escasa rendición de cuentas, 
promovida por la ausencia de instrumentos útiles y razonables para 
mejorar la remuneración y las capacidades de los funcionarios, adoptar 
procesos administrativos que garanticen calidad y satisfacción social 
en la prestación de los servicios e imponer sanciones; 3) ineficiencia 
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en el gasto ejecutado por los gobiernos subnacionales, observado en 
la ejecución de obras inconclusas, inútiles o con sobrecostos, caren-
tes de planeación y supervisión; 4) ausencia de coordinación vertical 
y horizontal entre gobiernos, que lleva a que la puesta en marcha de 
proyectos e iniciativas regionales sea muy difícil de lograr; 5) dupli-
cidad de gastos y funciones entre niveles de gobierno, explicada, en 
parte, por la ausencia de una norma unificada que precise compe-
tencias y recursos, entre otros (Galilea, Letelier y Ross, 2011; García 
y Espinosa, 2011).

De los factores y problemas señalados se destacan los relaciona-
dos con la capacidad técnica y de gestión de las entidades territoriales, 
los cuales se revisan brevemente en el marco de las dimensiones de 
la descentralización.

3.1 capacidad institucional

El proceso de descentralización, implementado desde el gobierno de 
Belisario Betancur, combina aspectos políticos, fiscales y administra-
tivos. En lo político, se ubican los objetivos relacionados con la demo-
cratización del régimen político, el fortalecimiento de la participación 
ciudadana y el fomento del pluralismo político. En lo fiscal, se presenta 
la redistribución de los recursos públicos entre el Estado central y las 
entidades territoriales, y el fomento de la autonomía financiera me-
diante el incremento de los recursos. En lo administrativo, el proceso 
se asocia con mejoras en la prestación de determinados servicios sec-
toriales, especialmente educación, salud, agua potable y saneamiento 
básico y equipamiento.

El proceso de descentralización ha tenido estrategias y herra-
mientas específicas con las que se han concretado los diferentes obje-
tivos. Desde la década de los ochenta se estableció la elección popular  
de alcaldes, extendida a los gobernadores con la Constitución Política de  
1991; las leyes 14 de 1983 y 12 de 1986 y los artículos 294, 317, 356, 357, 
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360, 361 y 362 de la Constitución Política fortalecieron los ingresos de 
los municipios y departamentos, que llegaron en 2010 a $55 billones 
(un 10,39% del pib, Departamento Nacional de Planeación [dnp], 
2010, p. 23), y la Ley 60 de 1993, modificada en 2001 por la Ley 715 y en 
2007 por la Ley 1176, estableció los criterios de distribución de recur-
sos y los lineamientos para la prestación de los servicios de educación, 
salud, agua potable y saneamiento básico y demás sectores de inversión.

Desde esta perspectiva, en el marco de la descentralización 
territorial promovida por el Estado colombiano, los departamentos 
y municipios, como organizaciones públicas, son concebidas como 
unidades de gestión encargadas de transformar los insumos de las es-
trategias y herramientas de la descentralización, en bienes y servicios 
que enriquecen la vida humana. Es en ese sentido en el que se valora 
la capacidad institucional de las entidades territoriales. Pero además 
de transformar insumos en bienes y servicios para la población, bajo 
criterios de economía, eficiencia, eficacia, transparencia y calidad, 
la capacidad de estas entidades está dada por el direccionamiento 
que den a su comunidad, el manejo del entorno, la promoción de la 
innovación, la flexibilidad y la proactividad para establecer alianzas 
y redes con actores estratégicos, dirigidas a gestionar iniciativas que 
fortalezcan su desarrollo. En este documento, la capacidad de las en-
tidades territoriales se caracteriza por la utilización que debieron dar 
a las regalías para convertirlas en bienes y servicios que benefician a 
la comunidad y cumplir así las metas previstas en la normatividad y 
en los planes adoptados.

3.2 finanzas públicas territoriales

Las finanzas públicas territoriales son ingresos que financian los gastos 
ejecutados por el nivel territorial. En el caso colombiano esos ingre-
sos están representados principalmente por transferencias, regalías y 
recursos propios.
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Las transferencias son los recursos que la Nación gira periódica-
mente a los departamentos y municipios en virtud de la Constitución 
Política (artículos 356 y 357) y de las leyes 715 de 2001 y 1176 de 2007, 
para financiar los servicios a su cargo, como son educación, salud, 
agua potable y saneamiento básico y alimentación escolar, entre otros.

El régimen de transferencias en Colombia se denomina Sistema 
General de Participaciones, sgp, que corresponde a un tipo de transfe-
rencia condicionada, dado que por disposición legal su utilización está 
limitada a sectores de inversión específicos. Ese tipo de transferencia 
busca que todos los Gobiernos territoriales provean en condiciones 
similares los servicios de su competencia y que, por lo tanto, cualquier 
individuo, independientemente de su ubicación geográfica, acceda a 
ellos. Estos recursos han tenido una importante evolución, dado que 
en 2012 su monto fue de $26 billones (el 3,94% del pib), mientras 
que en 1994 era de $2,4 billones, pesos corrientes (el 3,01% del pib) 
(dnp, 2012).
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Gráfico 1. Transferencias (1994-2012)

Fuente: Información del Departamento Nacional de Planeación. 2012.
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Por su parte, las regalías son los ingresos que se generan por la 
explotación de los recursos naturales no renovables. Por orden de la 
Constitución Política de 1991, antes de la reforma de 2011, se asigna-
ban mayoritariamente a las entidades territoriales en cuya jurisdicción 
tenía lugar la explotación de dichos recursos. Con la reforma, como 
se verá más adelante, las regalías se distribuyen con otros criterios y 
las entidades beneficiarias no solo son las productoras. La importan-
cia de estos recursos es cada vez mayor y dada su naturaleza –no son 
corrientes, ya que dependen del volumen y precio del recurso natural 
explotado– se destinan a la financiación de proyectos de inversión; por 
esta razón, es fundamental el aporte que pueden hacer a la calidad de 
vida de la población. Se estima que entre 2013 y 2022 se recaudarán 
cerca de $98 billones, monto que supera los giros realizados entre 1995 
y 2011 por regalías directas e indirectas, que fue de $44,5 billones (Mi-
nisterio de Hacienda y Crédito Público [mhcp], 2011), distribuidos 
anualmente conforme al gráfico 2.
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Finalmente están los recursos propios, es decir, aquellos que 
se originan y producen dentro de la respectiva entidad territorial y 
en virtud de sus decisiones políticas internas (Corte Constitucional, 
sentencia C-903/11). Sobre estos, el Estado central tiene un campo 
de acción reducido que no le permite interferir en su destinación.

Ahora bien, al vincular capacidad institucional con finanzas 
públicas en el contexto de la descentralización, se trata de analizar 
si los ingresos que la Nación transfiere a las entidades territoriales, 
específicamente las regalías, son transformadas por estas en bienes y 
servicios que mejoran la calidad de vida de la población y por ende 
reducen la negación de libertades.

A manera de síntesis, conviene resaltar para los propósitos de es-
te documento que el desarrollo es concebido como un proceso integral 
de expansión de libertades, fomentado por el Estado mediante dife-
rentes políticas públicas, entre ellas la política regional. En Colombia 
a partir de la década de los ochenta se promovió la descentralización, 
que luego se convirtió en la principal política regional, a la que se 
confió el logro de los objetivos de equidad, eficiencia, gobernabilidad 
y reducción de las disparidades interregionales.

En este contexto se estableció la participación en las regalías 
como un derecho de los municipios y departamentos para financiar 
iniciativas prioritarias llamadas a contribuir a la expansión de las 
libertades de las respectivas poblaciones. Esta contribución está me-
diada por la capacidad de las entidades territoriales y por el diseño y 
la implementación del régimen de regalías; por esta razón, una vez 
se exponga la metodología utilizada en este trabajo, se describirán 
las características tanto del régimen original de las regalías como del 
adoptado a partir de 2012, así como los resultados de uno y otro.





4

metodología

En este capítulo se abordan tres asuntos: caracterización metodológi-
ca general, etapas e instrumentos de investigación e instrumentos de 
recolección y análisis de información.

4.1 caracterización 
metodológica general

La metodología adoptada para este trabajo fue de tipo deductivo-
inductivo. Deductivo, ya que a partir de un conjunto de elementos 
conceptuales se plantearon preguntas relativas al régimen de regalías 
y su reforma, que luego se respondieron con la información secun-
daria y la experiencia de los departamentos de Arauca y Casanare. 
Inductivo, por cuanto fue a partir de la observación de los procesos 
de planeación, programación y ejecución de las regalías en los depar-
tamentos de Arauca y Casanare, con base en los informes elaborados 
por el dnp y la cgr y las entrevistas realizadas a los servidores públicos 
del Gobierno nacional y de los departamentos seleccionados, que se 
plantearon algunas conclusiones relativas al desempeño del régimen 
anterior de regalías y al nuevo sgr.
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4.2 etapas e instrumentos 
de investigación

Para lograr los objetivos establecidos, la investigación se ajustó a las 
siguientes etapas:

a. 	 Estudio de los elementos conceptuales que sirvieron de 
referente para el trabajo (desarrollo, política pública, ins-
titución, capacidad, política regional y descentralización) 
y que permitieron identificar las variables que guiaron la 
investigación.

b. 	 Revisión general de los resultados de la descentralización 
y ubicación en dicho proceso de la reforma a las regalías. 
Se abordaron las características del régimen anterior, los 
antecedentes de la reforma y los principales elementos 
del sgr. Para ello, se revisó información relativa a finanzas 
territoriales, descentralización, institucionalidad local y 
regional, comportamiento del sector minero-energético, 
generación, distribución y manejo de regalías, y reforma al 
régimen de estas. Se hizo hincapié en información sobre el 
desempeño de las entidades territoriales en la ejecución de 
los recursos de regalías. Lo anterior se complementó con la 
revisión de los informes de ejecución presupuestal de los re-
feridos departamentos, de los documentos elaborados por 
ellos sobre regalías y de los informes de las entidades del 
nivel nacional sobre la ejecución de estas regalías en esos 
departamentos. En esta fase se generaron los insumos para 
comprender las razones de la reforma, y con la información 
secundaria, recolectada y sistematizada, se construyeron 
respuestas preliminares a las preguntas del planteamiento 
general.
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c. 	 Aproximación directa a las experiencias de los departamen-
tos de Arauca y Casanare. Para ello, se realizaron entrevis-
tas semiestructuradas a funcionarios o ex funcionarios del 
Gobierno nacional y de las gobernaciones, conocedores de 
los procesos de planeación, programación y formulación 
de proyectos; de los bancos de programas y proyectos, la 
contratación de proyectos de regalías y su ejecución, segui-
miento y control. Estas entrevistas, con base en un núcleo 
común, permitieron profundizar de manera flexible en 
ciertos temas según el conocimiento, la experiencia y el 
interés de cada uno de los entrevistados. La información 
obtenida en ellas se presenta guardando el anonimato de 
quienes la suministraron.

d. 	 Análisis de los resultados obtenidos para responder las 
preguntas formuladas. El análisis se alimentó especialmen-
te de las respuestas de los entrevistados, las cuales fueron 
agrupadas de acuerdo con el número de la pregunta y el 
concepto respectivo, según lo señalado en el anexo 2. A ca-
da grupo de respuestas se le realizó un análisis, a partir del 
cual se extrajeron elementos para responder las preguntas 
de investigación y contrastarlas con el marco conceptual 
(Hernández, Fernández y Baptista, 2001).

4.3 instrumentos de recolección 
y análisis de la información

La información secundaria relacionada con la asignación, distribución 
y ejecución de los recursos de regalías estaba disponible en Excel, por 
lo que no se requirió ningún otro instrumento de recolección; la revi-
sión se concentró en las variables más relevantes a partir del marco con-
ceptual. Para la información que se obtuvo de las entrevistas realizadas 
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a funcionarios o ex funcionarios que han administrado recursos de 
regalías, además del formato de entrevista (Anexo 1), se construyó una 
base de datos en Excel que permitió consolidar las respuestas de los 
entrevistados, para facilitar posteriormente su análisis. En el anexo 2 
se especifican elementos básicos del marco metodológico.
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resultados y análisis  
de la información:  

los regímenes de regalías

La descripción y el análisis tanto del régimen anterior de regalías 
como del sgr adoptado en 2012 se realizan a partir de las siguientes 
variables claves: 1) la normatividad; 2) la distribución, la destinación 
y los beneficiarios de las regalías; 3) la institucionalidad: entidades, 
funciones y relaciones; 4) el proceso de gestión, y 5) los resultados: 
capacidades, prioridades e indicadores. En cada caso se utilizan la 
información secundaria y los resultados de las entrevistas realizadas.

5.1 el régimen de regalías 
anterior: diseño, implementación 

y resultados generales

5.1.1 Normatividad

La Constitución Política de 1991 en el artículo 360 establecía que la 
explotación de los recursos naturales no renovables causaba a favor 
del Estado una contraprestación económica a título de regalía, sin 
perjuicio de cualquier otro derecho o compensación que se pactara, 
y que sobre dichas regalías y compensaciones, los departamentos y 
municipios en cuyo territorio se adelantaran explotaciones de recursos 
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naturales no renovables, así como los puertos marítimos y fluviales por 
donde se transportaran dichos recursos o productos derivados de los 
mismos, tenían un derecho de participación.

Por su parte, el artículo 361 de la Constitución disponía que con 
las regalías no asignadas a los departamentos y municipios productores 
se creara el fnr, para financiar la promoción de la minería, la preserva-
ción del ambiente y proyectos regionales de inversión definidos como 
prioritarios en los planes de desarrollo de las entidades territoriales.

Sobre los citados artículos, la Corte Constitucional en diferentes 
oportunidades reiteró que las regalías eran de propiedad del Estado 
colombiano, no del Gobierno central ni de las entidades territoriales. 
Señaló que las entidades territoriales en cuya jurisdicción se realizara 
la explotación o transporte tenían un derecho constitucional de par-
ticipación directa que se definía por el legislador, y que las regalías 
que no se distribuyeran entre las entidades territoriales que tenían tal 
derecho debían depositarse en el fnr (Corte Constitucional, senten-
cias C-580/99 y C-221/97).

En dicho contexto, el legislador expidió la Ley 141 de 1994, 
modificada en 1996, 2001, 2002, 2003 y 2009, por las leyes 344, 685, 
756, 858 y 1283, respectivamente. La Ley 141 creó el fnr y la Comisión 
Nacional de Regalías (cnr), reguló el derecho del Estado a percibir 
regalías por la explotación de recursos naturales no renovables y fijó 
reglas para su liquidación y distribución. Por su parte, el Gobierno na-
cional expidió los decretos 145, 620 y 1747 de 1995; 450 de 1996; 1491 
y 1952 de 2004; 416 y 4192 de 2007; 4814 de 2008 y 851 de 2009, entre 
otros, en los que reglamentó asuntos relacionados con la liquidación, 
el recaudo, la distribución, la destinación, la transferencia, el control 
y la vigilancia de las regalías.

1	 Por el cual el Gobierno nacional suprimió la Comisión Nacional de Regalías y 
ordenó su liquidación.
2	 Modificó la estructura administrativa del Departamento Nacional de Planea-
ción, asignándole funciones relacionadas con regalías y compensaciones. En 2005, 
nuevamente se modificó la estructura del dnp y se creó la Dirección de Regalías. 
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5.1.2 Distribución, destinación y beneficiarios de las regalías

Conforme al marco normativo enunciado, se identifican dos tipos de 
regalías: las directas y las indirectas. Las primeras, correspondían a los 
recursos asignados a los municipios y distritos donde se adelantaba la 
explotación, así como a los puertos marítimos y fluviales por donde 
se transportaban los recursos explotados; las segundas, a aquellas no 
asignadas directamente a los departamentos y municipios productores 
y administradas por el fnr.

Por lo tanto, los beneficiarios de las regalías del anterior régi-
men eran los departamentos productores, los municipios o distritos 
productores y portuarios y el fnr. Cada beneficiario recibía un por-
centaje de las regalías derivadas de la explotación de cada recurso 
natural. Los porcentajes de participación de los beneficiarios para 
cada tipo de recurso están definidos en los artículos 31 a 48 de la Ley 
141, modificados por los artículos 20 a 22 y 27 a 29 de la Ley 756, así 
como por el artículo 3 de la Ley 1283. El monto de regalías aplicable al 
valor de la producción de cada recurso era variable, según lo previsto 
en los artículos 16, 17 y 18 de la Ley 141; por lo tanto, el ingreso por 
concepto de regalías para cada beneficiario dependía del volumen de 
la producción, del precio base de liquidación, de la tasa representativa 
del mercado y del monto o porcentaje de regalía aplicable, establecida 
en la ley y en los contratos.

De los recursos asignados en el período 1994-2009, el 49% de 
las regalías correspondió a departamentos productores, el 23% a los 
municipios o distritos productores, el 7% a los municipios o distritos 
portuarios y el 21% al fnr (Echeverry, Alonso y García, 2011). Con las 
regalías directas se beneficiaron cerca de 795 entidades territoriales 
entre 1994 y 2011; sin embargo el 90% de los recursos asignados se di-
rigieron a 14 gobernaciones y 43 municipios productores o portuarios.

Por su parte, el 80% de los recursos girados durante el mismo 
período perteneció a municipios productores o portuarios y a las 
gobernaciones de los departamentos de Casanare (el 21,6%), Meta 
(el 14,8%), La Guajira (el 9,7%), Arauca (el 9,1%), Huila (el 8,2%), 
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Cesar (el 5,7%), Santander (el 5,7) y Córdoba (el 5,0%), en los cuales 
habita cerca del 17,4% de la población del país.

Por lo tanto, si los $44,3 billones de regalías se hubieran distri-
buido entre todos los colombianos, la asignación habría sido de cerca 
de un millón de pesos por cada uno; sin embargo, si se distribuyeran 
los recursos destinados a esos departamentos entre su población, la 
asignación sería de 22 millones por habitante.

Las regalías tenían destinación específica, es decir, debían uti-
lizarse en gastos definidos por el legislador. En el caso de las regalías 
directas, la Ley 1283 establecía que hasta tanto las entidades terri-
toriales no alcanzaran las metas mínimas en los indicadores de las 
coberturas de salud (el 100%), educación (el 100%), agua potable 

Cuadro 1. Principales diez entidades receptoras de 
regalías directas, período 1994-2011

Entidad
Monto en millones de 

pesos constantes de 2011
Porcentaje 
individual

Porcentaje 
acumulado

Gobernación de Casanare 6.783.711 15,2 15,2

Gobernación del Meta 4.721.074 10,6 25,9

Gobernación de Arauca 3.011.305 6,7 32,7

Gobernación de La Guajira 2.439.423 5,5 38,2

Gobernación del Huila 2.390.423 5,3 43,6

Gobernación de Santander 1.559.373 3,5 47,1

Gobernación de Cesar 1.544.869 3,4 50,6

Gobernación de Tolima 913.360 2,0 52,7

Municipio de Aguazul 885.947 2,0 54,7

Municipio de Arauca 716.458 1,6 56,2

Subtotal 24.965.920 56,2 56,2

Total regalías giradas 1994-2011 44.367.188 100,0 100,0

Fuente: Información del Departamento Nacional de Planeación. 2011.
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(el 91,5%), saneamiento básico (el 85,8%) y mortalidad infantil (el 
1,6%), debían destinar forzosamente un porcentaje de los recursos 
distribuidos a proyectos de inversión que permitieran lograr dichas 
metas; en el caso de los departamentos ese porcentaje era del 60% y 
en el de los municipios y distritos era del 75%. Del porcentaje restante, 
los departamentos, distritos y municipios podían destinar hasta el 10% 
a la interventoría técnica de los proyectos financiados con regalías y 
el porcentaje sobrante (el 30% en los departamentos y el 15% en los 
municipios), a proyectos de inversión diferentes a los que impactaran 
las metas de las coberturas. Asimismo, la norma señalaba que del 90% 
de los recursos percibidos para inversión, las entidades territoriales 
debían destinar el 1% a nutrición y seguridad alimentaria.

Las reglas vigentes forzaban a las entidades territoriales, según 
los porcentajes señalados, a destinar las regalías a la financiación de 
proyectos que estuvieran contemplados en los planes de desarrollo, 
de acuerdo con las competencias legales previstas en la Ley 715 de 
2001 y los usos y lineamientos de política fijados en la normatividad. 
Se excluía la financiación de gastos de funcionamiento, ya que según 
la Ley 617 de 2000 deben cubrirse con ingresos corrientes de libre 
destinación.

Dado que las regalías no son ingresos regulares, que se recauden 
de forma ordinaria, sino que su generación está ligada a la explotación 
del recurso natural no renovable, la doctrina de las entidades compe-
tentes restringía la financiación de gastos recurrentes. Sin embargo, 
diferentes leyes y decretos habilitaron el uso de las regalías para gastos 
sociales, como alimentación y transporte escolar, subsidios en agua 
potable y saneamiento básico y ampliación del régimen subsidiado.

En las regalías indirectas, las reglas que definían su destinación 
eran más profusas, dado que en las leyes 141 y 756 se observaban más 
de 50 “cajones”, todos con destinación para áreas, entidades o con-
ceptos de gasto específicos. En el gráfico 3 se presenta la distribución 
de los recursos del fnr.
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Asignaciones específicas  
15,00%

Energización  
15,00%

Cormagdalena  
10,00%

Fomento a la minería  
8,78%

Funcionamiento  
1,00% PRI Libre  

0,59%

PRI  
31,59%

Preservación del 
medio ambiente  

17,55%

Gráfico 3. Destinación recursos del Fondo Nacional de Regalías

Fuente: Departamento Nacional de Planeación. Ley 141 de 1994.

pri: Proyectos regionales de inversión.

Debe agregarse que, de acuerdo con el artículo 48 de la Ley 863 
de 2003, de las regalías que correspondían a departamentos, distritos 
y municipios se descontaba previamente el 5% con destino al Fondo 
Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (Fonpet), al 
cual también se destinaba el 50% de los recursos del fnr a título de 
inversión regional.

5.1.3 Institucionalidad: entidades, funciones y relaciones

La Ley 141 creó la Comisión Nacional de Regalías (cnr) como una 
unidad administrativa cuya función era controlar y vigilar la correcta 
utilización de las regalías y administrar los recursos del fnr. Sin em-
bargo, por las deficiencias en su desempeño, el Gobierno nacional 
ordenó su liquidación en 2004 y trasladó las funciones al dnp.

La misma ley definió mecanismos para asegurar la correcta 
utilización de estos recursos. Entre ellos estaban las visitas de inspec-
ción, la contratación de interventorías financieras y administrativas, 
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la suspensión del giro de los recursos y la sustitución de la entidad 
ejecutora de los proyectos, cuando se demostrara irresponsabilidad 
o negligencia. Estos mecanismos se fortalecieron a partir de 2004, 
cuando el dnp asumió la interventoría administrativa y financiera de 
las inversiones financiadas con regalías directas e indirectas. Dicha 
función se consolidó con la declaratoria de importancia estratégica 
realizada mediante el Conpes 3627 de 2009 a la iniciativa Seguimiento, 
vigilancia, control y evaluación para la correcta utilización de los recursos de 
regalías y compensaciones y a las asignaciones del Fondo Nacional de Rega-
lías, con lo que se mantuvo vigente el convenio suscrito con el pnud 
(proyecto col99/030), aliado estratégico que desde 1999 apoyaba a 
la extinta cnr en el cumplimiento de esta labor.

Cabe precisar que hasta 2008 el control y la vigilancia se adelan-
taron con apoyo del pnud, mediante contratos suscritos con firmas 
interventoras. No obstante, los resultados de estas interventorías no 
fueron satisfactorios en cuanto a calidad, cobertura y oportunidad, 
pues, con frecuencia, los dictámenes recibidos no reflejaban la rea-
lidad de las entidades ejecutoras, no observaban todos los criterios 
normativos vigentes, no auditaban a todas las entidades priorizadas o 
revisaban solo una parte marginal de las inversiones y, generalmen-
te, realizaban su labor con posterioridad a la entrega de las obras o 
servicios.

A partir de 2008 el dnp, también con el apoyo del pnud, modifi-
có la estrategia para realizar el control y la vigilancia; dividió el país en 
tres zonas y a cada una le asignó un grupo de interventores vinculados 
de manera directa, para que ejercieran la interventoría administrativa 
y financiera en tiempo real. Para consolidar dicha estrategia, el dnp 
estructuró sedes en las principales regiones receptoras de regalías, que 
le permitían conocer la problemática asociada a la ejecución de los 
recursos y visibilizar las eventuales irregularidades cometidas por las 
entidades ejecutoras de las inversiones así como las consecuencias de 
la fórmula prevista en la Ley 141 para la distribución de los recursos.

Además de la instancia encargada de efectuar el control y la vigi-
lancia, el anterior régimen de regalías preveía otras entidades: el mme 
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definía la política nacional de exploración, explotación, transporte, 
refinación, procesamiento, beneficio, transformación y distribución 
de minerales e hidrocarburos y realizaba la liquidación por regalías de  
hidrocarburos; Ecopetrol S. A. administraba la exploración, la explo-
tación, el transporte, el almacenamiento y la refinación, el procesa-
miento, la distribución y la comercialización de hidrocarburos y hasta  
2004 recaudaba y giraba las regalías por hidrocarburos. A partir de ese  
año, la Agencia Nacional de Hidrocarburos (anh) administra las reser-
vas de hidrocarburos de propiedad de la Nación, recauda las regalías 
que correspondan al Estado por la explotación de estos y las gira a las 
entidades respectivas. Ingeominas era la entidad encargada de promo-
ver la exploración y explotación de los recursos mineros de la Nación 
y administrar la liquidación, el recaudo, la distribución y el giro de las 
regalías derivadas de estos recursos. Finalmente, el mhcp adelantaba 
el recaudo y la administración de los recursos del fnr.

5.1.4 Proceso de gestión

En materia de institucionalidad territorial, la norma no preveía nin-
gún mecanismo o instancia específica a los que los departamentos y 
municipios debieran ajustarse para asegurar la adecuada ejecución 
de los recursos de regalías. De hecho, se suponía que las entidades 
territoriales observarían las normas sobre planeación, programación 
y ejecución de recursos, contratación y control aplicables en el orde-
namiento jurídico colombiano, a las demás fuentes de financiación 
de que disponían. Por lo tanto, eran los alcaldes y gobernadores, con 
sus equipos de gobierno y los concejos municipales y asambleas depar-
tamentales, los responsables de definir, formular, viabilizar, aprobar, 
programar y ejecutar física y financieramente los proyectos de inver-
sión financiables con regalías.

La Ley 141 establecía solo criterios generales en materia de dis-
tribución y destinación, pero la planeación y ejecución de los recursos, 
en el marco de proyectos de inversión, la realizaban las autoridades 
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departamentales y municipales, con sujeción a lo previsto en el artículo 
287 de la Constitución Política, que señala que las entidades territo-
riales tienen autonomía para la gestión de sus intereses, dentro de los 
límites de la Constitución y la ley.

En materia de planeación, las entidades receptoras de regalías 
debían aplicar las definiciones de la Ley 152 de 1994, en cuanto a 
procedimientos y mecanismos para elaborar, aprobar, ejecutar, dar 
seguimiento, evaluar y controlar los planes de desarrollo en los que las 
regalías eran una fuente de financiación adicional del plan de inver-
siones y, conforme a la Ley 141, estos planes debían contener los pro-
yectos de inversión susceptibles de ser financiados con regalías. Según 
las normas de planeación y presupuesto, el proyecto era la unidad 
básica para la asignación de recursos, no solo de regalías sino de todos 
los recursos de inversión de la Nación y de las entidades territoriales.

Desde la institucionalidad formal, tanto los proyectos de in-
versión como los diferentes instrumentos y mecanismos asociados  
(plan de inversiones, plan operativo anual y Banco de Programas y 
Proyectos de Inversión) tienen un papel fundamental, ya que según 
el Estatuto Orgánico del Presupuesto Nacional no es viable ejecutar 
inversiones que no formen parte de proyectos debidamente evaluados 
y registrados en el banco de programas y proyectos.

En ese contexto de planeación formal, el procedimiento previs-
to establecía que las entidades territoriales debían formular proyectos, 
evaluarlos para seleccionar la mejor alternativa tendiente a solucio-
nar una necesidad priorizada, registrarlos en el banco de programas 
y proyectos de la entidad, incorporarlos en el respectivo presupuesto 
de inversión, previa aprobación de la corporación administrativa de 
elección popular, contratarlos conforme al estatuto de contratación 
pública y ejecutarlos física y financieramente, de acuerdo con el cro-
nograma contenido en el proyecto. Dicho procedimiento debía ade-
lantarse en el marco del plan de desarrollo previamente elaborado 
por la entidad territorial, articulado con los niveles departamental y 
nacional, para lograr mejores resultados, evitando la duplicidad de 
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esfuerzos y recursos. En la estructuración de los proyectos las entidades 
debían considerar la destinación de los recursos.

Asimismo, los proyectos se debían contratar mediante procesos 
de selección objetiva que permitieran escoger la propuesta más favo-
rable a la entidad, bajo los principios de transparencia, economía y 
responsabilidad.

5.1.5 Resultados: capacidades, prioridades e indicadores

Conforme a las evaluaciones realizadas, especialmente por el dnp y los 
organismos de control, el régimen de regalías de la Ley 141 presentó 
una serie de falencias en su diseño e implementación, que impidieron 
que los ingresos percibidos por concepto de regalías y compensaciones 
por los departamentos y municipios se tradujeran en mejores condi-
ciones de desarrollo local y regional. Tales falencias pueden resumirse 
como problemas relacionados con la equidad, la eficiencia y la trans-
parencia (Echeverry, Alonso y García, 2011).

La necesidad de modificar dicho régimen se identificó desde 
2002, cuando los análisis del dnp y de algunos académicos evidencia-
ron: 1) atomización del gasto financiado con regalías, que se destinaba 
a gran cantidad de proyectos de poco alcance, 2) incertidumbre en 
la sostenibilidad y continuidad de los proyectos, 3) incumplimiento 
de los montos dirigidos a cumplir las metas de cobertura (entre 2003 
y 2005, los departamentos solo invirtieron el 40%, cuando debían in-
vertir el 60% y los municipios el 36%, cuando debían invertir el 75%) 
y 4) decrecimiento del recaudo tributario frente al incremento de las 
regalías en las entidades mayores receptoras (dnp, 2005).

Zapata (2010) reseña que en 2009 el Banco Mundial, refirién-
dose a las regalías directas, señaló que la explotación de los recursos 
naturales no renovables hacía que muchos departamentos tuvieran 
una bonanza fiscal que no guardaba relación ni con el ritmo del gasto 
público ni con el tamaño de la economía regional. Asimismo, planteó 
que la distribución de las regalías iba en contravía del objeto de las 
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transferencias, pues concentraba los recursos en pocas entidades y 
dejaba por fuera un número importante de gobiernos subnacionales; 
esta concentración se traducía en ineficacia del gasto financiado con 
ellas e incentivaba la corrupción y el desgreño administrativo.

El trabajo “Las regalías en Colombia. Diseño, evolución e im-
pacto” (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, pnud, 
2010) concluyó, entre otros aspectos, lo siguiente:

1.	 El diseño constitucional de las regalías no se acomodó a 
las transformaciones del esquema de transferencias ni a los 
ajustes de las competencias y los mecanismos de control.

2.	 Los recursos se distribuían considerando apenas el lugar de 
explotación, y aunque debían retornar a las regiones como 
contraprestación por las externalidades negativas genera-
das por la explotación, su distribución no era consistente 
con los costos en que ellas incurrían.

3.	 Derivado de la fórmula de asignación de los recursos, el 
flujo de estos no era coherente con los ingresos disponi-
bles para el funcionamiento de la entidad, lo que afectaba 
la capacidad para garantizar la correcta ejecución de las 
inversiones.

4.	 La asignación de las regalías no estaba articulada con el 
sgp, lo que generaba ineficiencia en el gasto, pues ambas 
fuentes estaban dirigidas a lo mismo.

5.	 Como la destinación de las regalías estaba determinada por 
porcentajes fijos y uniformes, la priorización del gasto por 
las entidades territoriales era restringida. Los criterios de 
destinación de las regalías generaban problemas de asigna-
ción ineficiente, desarticulación de fuentes de financiación 
y baja autonomía.

6.	 En cuanto al impacto, dicho trabajo señala que “un $1 vía 
sgp es once veces más eficiente en aumentar la matrícula 
que $1 vía regalías”, en el caso de “salud, medido a través de 
la afiliación, el efecto del sgp es 26 veces más eficiente que 
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los recursos propios y 21 veces más frente a las regalías en 
el agregado general”, con lo que concluye que “el proble-
ma de las regalías en términos sociales es que los recursos, 
en una proporción importante, se están desperdiciando 
pues están siendo usados de manera ineficiente”, ya que 
su cuantía no tiene relación con el tamaño de la población 
ni con las necesidades básicas insatisfechas.

7.	 El diseño constitucional permitió que los recursos se con-
centraran en un número pequeño de entidades territoria-
les, sin embargo ninguna de ellas logró la certificación en el 
cumplimiento de las metas de cobertura mínimas previstas 
por la norma.

8.	 La concentración de los recursos generó un alto grado de 
dependencia de las regalías y una disminución del esfuerzo 
fiscal.

9.	 La ejecución de los recursos de regalías registra casos de 
utilización indebida e irregularidades contractuales; su 
control se centró en el uso de los recursos y no en su im-
pacto, debido a que la auditoría se dirigió a contratos y no 
a proyectos de inversión.

Por su parte, Rojas y Forero (2011) coinciden en que el régimen 
de regalías es inequitativo, el uso de estos recursos tuvo bajo impacto 
y la débil institucionalidad de las entidades territoriales condujo a un 
manejo poco transparente de aquellos.

Finalmente, Economía Urbana y el Centro Internacional de 
Consultoría, en el marco de un contrato suscrito con el dnp (2012), 
señalaron que para el período 1993-2005 las regalías directas no fueron 
un factor diferencial que generara impactos positivos y sistemáticos 
sobre los principales indicadores socioeconómicos de los municipios 
receptores, lo que se explica por la baja capacidad institucional (plan-
ta de personal insuficiente, funcionarios con bajos ingresos y poca 
experiencia técnica), el crecimiento demográfico desbordado y la 
inestabilidad política.
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Los estudios citados corroboran que el anterior régimen de re-
galías tenía problemas de equidad, eficiencia, eficacia y cumplimiento 
de normas y corrupción. En cuanto a lo primero, en el cuadro 1 se 
evidencia la concentración de los recursos: el 80% de los recursos gi-
rados durante el período 1994-2011 llegó a ocho departamentos, que 
tenían el 17,4% de la población del país.

En segundo lugar, la fórmula de distribución preveía que los 
recursos se destinaran al cumplimiento de metas de cobertura míni-
mas en los sectores de educación, salud, agua potable y saneamiento 
básico. Sin embargo, ninguna de las entidades receptoras de regalías 
logró la certificación de todas las metas, lo que era alarmante pues, 
además de que concentraban las regalías, también habían recibido 
recursos de transferencias.

Finalmente, en materia de cumplimiento de normas y corrup-
ción, entre 2005 y 2010 el dnp reportó a organismos de control más 
de 21 mil presuntas irregularidades en la ejecución de las regalías, 
asociadas principalmente a faltas en la contratación, deficiencias en la 
planeación y estructuración de proyectos, incumplimiento de los crite-
rios y requisitos previstos en la ley de regalías y manejo inadecuado del 
presupuesto. Además, en ejercicio de la labor de control y vigilancia, 
en el período 2004-2011 se ordenaron 714 suspensiones en el giro de 
las regalías (Echeverry, Alonso y García, 2011, p. 36).

Si a estas deficiencias se agregan las consideraciones de quienes 
señalaban que en Colombia se presentaría un auge minero energéti-
co, se reforzaba la necesidad de realizar una reforma a las regalías que 
garantizara el uso eficiente y transparente de los recursos, así como un 
mecanismo que blindara la economía de los efectos de dicha bonanza.

A esto se refieren, entre otros, Rojas y Forero (2011), Perry y 
Olivera (2012), y, particularmente el Comité Técnico Interinstitucio-
nal conformado para la adopción de una regla fiscal para Colombia:

Las previsiones del sector minero-energético para el mediano plazo 

contemplan nuevos proyectos de generación en gas, energía eléctrica 

e hidrocarburos, así como la expansión en otros sectores como el de 
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níquel, oro, cobre, polimetálicos, carbón e interconexión eléctrica 

con otros países (Panamá, República Dominicana y Puerto Rico). De 

acuerdo con el Ministerio de Minas y Energía, se estima que la inver-

sión en el sector petrolero ascienda a US$54.000 millones entre 2008 

y 2015, y a US$8.000 millones para el caso de otros productos mineros. 

El ahorro macroeconómico que el Gobierno Nacional logre en cum-

plimiento de la regla fiscal, deberá contribuir a moderar las presiones 

a la apreciación del peso, y con ello ayudar a prevenir el peligro de 

generar distorsiones que conduzcan a un fenómeno del tipo de “en-

fermedad holandesa”. (Comité Técnico Interinstitucional, 2010, p. 60)

El auge del sector minero-energético se evidenció a partir de 
2009, cuando representó un 5,3% del pib y generó cerca del 51% de las 
exportaciones del país. De allí que se previera que con su crecimiento 
se aumentarían los ingresos fiscales asociados, esto es, los pagos del 
impuesto de renta, los dividendos que le gira Ecopetrol a la Nación 
y las regalías. Por esta razón, una de las recomendaciones del citado 
comité fue reformar el esquema vigente de regalías, para evitar que 
los nuevos recursos fueran afectados por las fallas ya demostradas del 
sistema anterior y evitar consecuencias negativas sobre el crecimiento 
económico.

5.2 el sistema general de regalías: 
principios, características 

y diseño institucional

El Acto Legislativo 05 de 2011 y la Ley 1530 de 2012 buscaron dar res-
puesta a estos problemas y deficiencias. Con ellos se creó el Sistema 
General de Regalías (sgr), conjunto de ingresos, asignaciones, órga-
nos, procedimientos y regulaciones, que pretende crear condiciones 
de equidad regional en la distribución de los recursos; promover el 
desarrollo y la competitividad de las entidades territoriales; priorizar 
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recursos hacia la población más pobre contribuyendo a la equidad so-
cial; propiciar la inclusión, la equidad, la participación y el desarrollo 
integral de los grupos étnicos; incentivar la inversión en la restauración 
social, económica y ambiental de los territorios donde se desarrolle 
la exploración y explotación de recursos naturales no renovables y 
propiciar mecanismos y prácticas de buen gobierno (artículo 2, Ley 
1530 de 2012).

5.2.1 Normatividad

El acto legislativo que creó el Sistema General de Regalías (sgr) re-
formó los artículos 360 y 361 de la Constitución Política y fue desarro-
llado por la Ley 1530, reglamentada por el Gobierno nacional, entre 
otros con los decretos 1073, 1075, 1076, 1541, 1949 y 2642 de 2012 y 
414, 905 y 1252 de 2013. Por su parte, la Comisión Rectora del sgr, 
instancia creada con la reforma, había expedido a abril de 2013 cator-
ce acuerdos relacionados con regionalización, órganos colegiados de 
administración y decisión (ocad), secretarías técnicas, administración 
de los recursos de funcionamiento del sgr y lineamientos y requisitos 
para formulación, presentación, verificación, viabilización, prioriza-
ción, aprobación, ajuste, cofinanciación y ejecución de proyectos de 
inversión.

El referido acto ya ha sido sometido a estudio de la Corte Consti-
tucional, que lo declaró exequible toda vez que para dicha corporación 
este: 1) “no es una medida legislativa que en sí misma conlleve una 
afectación directa, específica y particular de los pueblos indígenas o 
las comunidades afrodescendientes del país” (Corte Constitucional, 
sentencia C-317/12) y por lo tanto no tenía que ser objeto de consulta 
previa; 2) “no desvirtúa el núcleo esencial de la descentralización y 
autonomía territorial, en la medida que solamente efectúa ajustes en 
materia de administración, destinación y control de las regalías, con 
el fin de desarrollar de manera efectiva los principios y postulados 
consagrados en la Constitución”, razones por las que el Congreso de 
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la República no excedió sus límites, pues “es claro que el objetivo del 
acto legislativo se centra en la redistribución de los recursos” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-010/12), y 3) “no se configuraron vicios 
de procedimiento…” (Corte Constitucional, comunicado de prensa 
No. 10, 6 de marzo de 2013, Sentencia C-106).

De acuerdo con lo anterior, la reforma al régimen de regalías 
es ante todo un ajuste al reparto y la destinación de los recursos y a los 
mecanismos de administración, seguimiento y control, y no implica 
cambios en la liquidación ni en los porcentajes de participación de 
regalías establecidos en la Ley 141 de 1994.

De igual manera, la reforma mantiene, según la sentencia C-010 
de la Corte Constitucional, los siguientes aspectos: 1) la propiedad de 
las regalías en cabeza del Estado y el derecho de participación a las 
mismas por las entidades territoriales en general y de las producto-
ras y portuarias en particular; 2) la naturaleza de las regalías, como 
contraprestación económica que el particular debe pagar a favor del 
Estado por el derecho a explotar un recurso natural no renovable, 
que pretende compensar el agotamiento del capital natural, y 3) el 
carácter de fuente exógena de financiamiento de las regalías para las 
entidades territoriales.

Para la Corte, la reforma no implica: 1) la desfinanciación in-
tegral de las entidades territoriales, dado que el acto legislativo solo 
determina una redistribución de las regalías; 2) la centralización de 
los recursos, ya que su nuevo reparto y destinación privilegia a las 
entidades territoriales; 3) la alteración de las fuentes endógenas de 
las entidades territoriales ni tampoco la prioridad del gasto público 
social, y 4) la afectación desproporcionada a las entidades territoriales 
productoras y portuarias ya que las regalías no son su única fuente de 
financiación. Teniendo en cuenta estos elementos, a continuación se 
detallan algunos aspectos de la reforma, siguiendo las preguntas y los 
objetivos del trabajo.
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5.2.2 Distribución, destinación y beneficiarios  
de las regalías

Según el acto legislativo, los recursos del sgr se deben destinar al finan-
ciamiento de proyectos de inversión de impacto regional y local para 
el desarrollo social, económico y ambiental de las entidades territoria-
les; a proyectos de ciencia, tecnología e innovación; al ahorro para el 
pasivo pensional; a la generación de ahorro público; a la fiscalización 
de la exploración y explotación de los yacimientos y el conocimiento 
y la cartografía geológica del subsuelo; al funcionamiento del sgr y 
al Sistema de Monitoreo, Seguimiento, Control y Evaluación de las 
Regalías (smsce).

Para cumplir con las nuevas destinaciones, el acto legislativo 
creó los fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación (fctei), de Desa-
rrollo Regional (fdr), de Compensación Regional (fcr) y de Ahorro 
y Estabilización (fae). Se definieron asignaciones directas para las 
entidades en cuyo territorio se adelanten explotaciones de recursos 
naturales no renovables, así como para los municipios y distritos con 
puertos marítimos y fluviales por donde se transporten dichos recursos 
o productos derivados de los mismos. Los porcentajes de distribución 
del sgr se presentan en el gráfico 4.

Teniendo en cuenta el Plan de Recursos para el período 2013-
2022, que forma parte del Sistema Presupuestal del sgr e incluye una 
proyección de las fuentes de financiamiento (artículos 60 y 72, Ley 
1530 de 2012), el recaudo estimado es de cerca de $98 billones; de 
estos, el 61,4% se destina a inversión (fondos y asignaciones directas), 
el 33,6% al ahorro (ahorro público y pasivo pensional territorial) y el 
5% al funcionamiento de los órganos del sgr.

Del total de recursos estimados, el 12% se destina a las asignacio-
nes directas, porcentaje que podría aumentar al 16% para garantizar el 
mínimo previsto en el acto legislativo para las entidades productoras. 
Asimismo, del total de los recursos proyectados, cerca del 74%, es de-
cir, $73 billones se asignan a los departamentos y a Bogotá; mientras 
que a los otros municipios se asigna cerca del 20%. El 6% restante 
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corresponde a los demás beneficiarios, a saber: las corporaciones 
autónomas regionales (car) y los órganos encargados de la fiscali-
zación, el conocimiento y la cartografía geológica del subsuelo y del 
funcionamiento del smsce y del sgr, o sea el mme, el dnp, el mhcp, el 
Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación 
(Colciencias), los ocad y la cgr.

Los recursos de inversión se destinan a la financiación y estruc-
turación de los proyectos, incluyendo su operación y mantenimiento. 
Asimismo, la norma señala que los proyectos susceptibles de financiar-
se con regalías deben satisfacer condiciones de pertinencia, viabilidad, 
sostenibilidad, impacto, articulación y buen gobierno, y fija criterios 
de priorización que la instancia competente debe considerar en el 
proceso decisorio.

Los criterios utilizados en el reparto de los recursos son los si-
guientes:

•	 Población
•	 Índice de necesidades básicas insatisfechas
•	 Tasa de desempleo

•	 Se distribuye entre los departamentos en la misma proporción 
en que participen en la suma de los recursos del Fondo de 
Compensación Regional y del Fondo de Desarrollo Regional.

•	 Se distribuye entre los departamentos en la misma proporción en 
que participen en los demás recursos del sgr.

•	 Se distribuye mediante cupos para departamentos y municipios 
que tengan pasivo pensional, considerando los criterios de 
población y necesidades básicas insatisfechas.

•	 Se distribuye mediante cupos municipales: el 30% de los recursos 
a los municipios con NBI superior al 35% y el 10% restante a los 
municipios de 4ª, 5ª y 6ª categorías que no reciban recursos del 30%

Fondo de Desarrollo Regional/
Fondo de Compensación 

Regional

Fondo de Ciencia, Tecnología e 
Innovación

Fondo de Ahorro y Estabilización

Ahorro pensional territorial

Impacto local del Fondo de 
Compensación Regional

Esquema 1. Criterios de distribución de los recursos

Fuente: Ley 1530 de 2012.
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Los recursos del componente de impacto local del fcr repre-
sentan cerca del 9,5% de los ingresos estimados en el Plan de Recur-
sos 2013-2022. Para el bienio 2013-2014 este componente beneficia a 
1044 municipios (cerca del 95% del total de municipios de país), con 
asignaciones que oscilan entre $82 y $35 mil millones, según la Ley 
1606 de 2012 que definió el presupuesto del sgr para este período.

Puede apreciarse así que el nuevo sistema implica una trans-
formación frente al anterior, en cuanto a distribución, destinación y 
beneficiarios de los recursos, no solo porque la participación de las 
entidades productoras o portuarias disminuyó sustancialmente, al 
pasar de cerca del 80% al 12% de los recursos, sino porque además 
de los fondos de inversión, el ahorro de los recursos excedentarios, 
que según la exposición de motivos de la reforma se generarían por la 
expansión del sector minero-energético, se convirtió en prioridad del 
Gobierno. Este ahorro no solo contribuiría a moderar los efectos de 
esa expansión sobre la estabilidad macroeconómica, sino a asegurar la 
sostenibilidad del gasto público regional, amortiguando las posteriores 
caídas del ingreso (Echeverry, Alonso y García, 2011).

Además, la reforma privilegió a los departamentos en el reparto 
de los recursos, lo que tiene ventajas y desventajas. Las primeras, aso-
ciadas con los beneficios que para el desarrollo regional tiene el con-
tar con una fuente adicional de recursos para financiar proyectos con 
incidencia en varios departamentos o en un conjunto de municipios 
(artículo 155, Ley 1530 de 2012), alrededor de los cuales se generan 
dinámicas de integración, coordinación y planeación, que podrían 
potencializar los esquemas asociativos previstos en la Ley de Ordena-
miento Territorial (Ley 1454 de 2011). Siguiendo a Coraggio (1999), 
la reforma abrió la posibilidad de concertar las acciones de múltiples 
actores en una dirección acordada, guiada por una instancia regional 
revitalizada –los departamentos–, capaz de superar la desarticulación 
y la fragmentación proyectadas por una visión puramente local.

Si se observa con García y Revelo (2011) que en la gestión 
descentralizada de recursos aún desempeñan un papel importante 
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el clientelismo, el conflicto armado y la precariedad institucional, se 
aprecia una desventaja importante: el rol de los departamentos, al igual 
que el de los municipios, podría verse limitado por el cortoplacismo 
de las políticas, el oportunismo electoral y su debilidad institucional, 
lo que afectaría el objetivo de equidad que promueve la reforma.

Además de redistribuir la participación de las regalías, el sgr 
flexibilizó su destinación, toda vez que eliminó los porcentajes fijos y 
uniformes que el anterior régimen establecía para la inversión de las 
entidades territoriales. Aunque el proyecto de inversión sigue siendo 
el instrumento para la ejecución de los recursos, está ajustado a unos 
criterios que, de cumplirse, evitarían las obras innecesarias, sobredi-
mensionadas, inviables e inconclusas que caracterizaron el régimen 
anterior.

5.2.3 Institucionalidad: entidades, funciones y relaciones

El sgr también ajustó la institucionalidad vigente. En primer lugar, 
creó los órganos colegiados de administración y decisión (ocad), 
encargados de definir los proyectos de inversión susceptibles de ser 
financiados con los recursos del sistema, así como de evaluar, priorizar, 
viabilizar y aprobar la conveniencia y oportunidad de financiarlos y de 
designar la entidad pública encargada de su ejecución (artículo 6, Ley 
1530 de 2012). Para adelantar esta labor, los ocad pueden apoyarse 
en el dictamen de personas con reconocida trayectoria e idoneidad, 
así como en comités consultivos. Los ocad cuentan además con una 
secretaría técnica, encargada de proporcionarles la infraestructura 
logística, técnica y humana requerida, y de emitir la certificación del 
cumplimiento de los requisitos previos al inicio de la etapa contrac-
tual, así como de los requisitos de ejecución de los proyectos, según 
lo previsto en los acuerdos 13 y 14 de la Comisión Rectora.

La composición de los ocad según el fondo de inversión se 
presenta en el esquema 2:
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•	 Cuatro ministros o sus delegados, un representante del dnp, los 
gobernadores respectivos o sus delegados y un número representativo 
de alcaldes. Asisten en calidad de invitados permanentes cuatro 
congresistas. La secretaría técnica es ejercida por la Secretaría de 
Planeación de un departamento que forme parte del órgano

•	 Tres ministros o sus delegados, un representante del dnp y un 
representante de Colciencias; seis representantes de universidades: 
cuatro públicas y dos privadas, y un gobernador por cada instancia de 
planeación regional que se conforme. Colciencias ejerce la secretaría 
técnica

•	 Dos ministros o sus delegados, el gobernador respectivo o su 
delegado y el 10% de los alcaldes. La secretaría técnica es ejercida por 
la Secretaría de Planeación de la entidad

•	 Un delegado del Gobierno nacional, el gobernador o su delegado 
y el alcalde. La secretaría técnica es ejercida por la Secretaría de 
Planeación de la entidad

Fondo de Desarrollo 
Regional/Fondo de 

Compensación Regional

Fondo de Ciencia, Tecnología 
e Innovación

Asignaciones directas 
departamentales

Asignaciones directas 
municipales y proyectos de 

impacto local del fcr

Esquema 2. Composición de los ocad

Fuente: Ley 1530 de 2012.

En los ocad el número de votos es máximo de tres, uno por cada 
nivel de gobierno, y las decisiones se adoptan con un mínimo de dos 
votos favorables. En virtud del artículo 31 de la Ley 1606, la aprobación 
y designación de la entidad ejecutora de los proyectos susceptibles de 
ser financiados con el fdr y los componentes de impacto regional del 
fcr (el 60%) y del fctei, debía siempre contar con el voto positivo 
del Gobierno nacional; sin embargo dicha disposición fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-624 de 
2013, porque vulneraba los principios de descentralización y autono-
mía de las entidades territoriales.

Con los ocad, las autoridades departamentales y municipales 
disminuyeron la autonomía de la que antes disponían para definir, 
aprobar, viabilizar y aprobar proyectos de inversión; en adelante, es 
función compartida y desarrollada por los tres niveles de gobierno.
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En segundo lugar, la reglamentación del sgr creó algunas ins-
tancias con las funciones que se sintetizan en el esquema 3.

Del sgr forman parte el smsce, conjunto de actores, normas, 
procedimientos y actividades que velan por el uso eficiente y eficaz 
de los recursos. Actúa de manera selectiva, con énfasis en acciones 
preventivas, y se enmarca en los principios del buen gobierno. Con tal 
fin, desarrolla procesos de recolección, consolidación, verificación y 

•	 Dictar la política general del sgr.
•	 Emitir concepto sobre el proyecto de presupuesto del sgr.
•	 Definir directrices generales, procesos, procedimientos, metodologías y criterios de 

funcionamiento.
•	 Analizar informes de evaluación del sgr.
•	 Administrar el sistema de información del sgr.

•	 Suministrar las proyecciones del ingresos del sgr para elaborar el Plan de Recursos.
•	 Determinar las asignaciones directas entre los beneficiarios.
•	 Fiscalizar la exploración y explotación de los recursos naturales no renovables.
•	 Adelantar las actividades de conocimiento y cartografía geológica del subsuelo.

•	 Consolidar, asignar, administrar y girar los recursos entre los beneficiarios, 
destinatarios y administradores del sgr.

•	 Fomentar el proyecto de presupuesto del sgr para concepto de la Comisión Rectora 
y presentarlo en conjunto con el mme ante el Congreso de la República para su 
aprobación.

•	 Elaborar los estados financieros del sgr.

•	 Ejercer la secretaría técnica de la Comisión Rectora.
•	 Proponer la metodología de evaluación y seguimiento de los proyectos a financiar 

con el fdr y el fcr.
•	 Verificar que dichos proyectos cumplan con los requisitos para la aprobación de los 

ocad.
•	 Administrar el smsce.
•	 Calcular e informar al mhcp la distribución de los recursos del sgr entre los fondos y 

beneficiarios.
•	 Administar el banco de proyectos del sgr.

•	 Proponer a la Comisión Rectora la metodología de evaluación y seguimiento de los 
proyectos por financiar con los recursos del fctei.

•	 Verificar que los proyectos cumplan con los requisitos para la aprobación de los ocad.

Comisión rectora

Ministerio de 
Minas y Energía

Ministerio de 
Hacienda y 

Crédito Público

Departamento 
Nacional de 
Planeación

Colciencias

Esquema 3. Instancias y funciones del sgr

Fuente: Ley 1530 de 2012.
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análisis de información, imposición de medidas de control y retroali-
mentación de los resultados de las inversiones ejecutadas con recursos 
del sgr. El Gobierno nacional expidió el Decreto 414, que reglamentó 
dicho sistema, precisando que sus funciones son de naturaleza ad-
ministrativa. Con esta nueva definición, se replantea el esquema de 
vigilancia y control que existía bajo la Ley 141 de 1994.

Como puede observarse, la reforma al régimen de regalías creó 
una institucionalidad orientada a mejorar la viabilización, aprobación 
y priorización, de manera conjunta, de proyectos que en el régimen 
anterior, para las regalías directas eran competencia de los alcaldes y 
gobernadores con los concejos municipales y las asambleas departa-
mentales.

5.2.4 Proceso de gestión

El sgr también introdujo novedades en el proceso de gestión.  
En materia de planeación, habilitó a la Comisión Rectora y al dnp para 
que adoptaran, con carácter obligatorio, los lineamientos, las metodo-
logías y los requisitos para la formulación, presentación, viabilización, 
aprobación y ejecución de los proyectos de inversión financiables con 
recursos de regalías.

Asimismo, adoptó un sistema presupuestal propio, integrado 
por: 1) el plan de recursos previamente señalado, 2) el Banco de Pro-
gramas y Proyectos de Inversión, en el que se incluyen los proyectos 
que se presentan para ser financiados con recursos del sistema, y 3) el 
presupuesto del sgr –compuesto por un presupuesto bienal de ingre-
sos, un presupuesto bienal de gastos y unas disposiciones generales– 
que es aprobado cada dos años por el Congreso de la República. Con 
este sistema presupuestal, los concejos municipales y las asambleas 
departamentales perdieron la función que antaño tenían de aprobar 
la programación presupuestal de los recursos de regalías directas. 
Ahora, el alcalde o gobernador, una vez aprobado el proyecto por el 
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ocad y previamente a su ejecución, incorpora las asignaciones directas 
mediante decreto al presupuesto de la entidad territorial, trámite que 
antes se surtía con la corporación de elección popular.

En materia de ejecución presupuestal, la Ley 1530 define que 
tratándose de contratos o convenios, los compromisos presupuestales 
se ejecutan con la recepción de los bienes y servicios, y en los demás 
eventos, con el cumplimiento de los requisitos que hagan exigible su 
pago (artículo 93). El artículo 17 de la Ley 1606 señala que la Secre-
taría Técnica del respectivo ocad autoriza al ejecutor a solicitar el 
giro de los recursos al mhcp, previa certificación de los requisitos de 
ejecución, de acuerdo con la disponibilidad de caja y el cronograma 
de flujos definido.

Este procedimiento presupuestal es importante, porque si bien 
los ocad deben consultar la disponibilidad de recursos al momento de 
aprobar los proyectos, si estos se ejecutaran rápidamente, las entidades 
territoriales no podrían honrar los compromisos de pago a los contra-
tistas, ya que por la naturaleza misma de las regalías, los ingresos que 
se generan siguen el ritmo de la explotación de los recursos y su recau-
do no es permanente ni cierto. Además, las normas de contratación 
pública no se han alineado con las del sgr, el cual solo previó que los 
ocad puedan designar la entidad ejecutora (excepto en asignaciones 
específicas y directas donde el ejecutor es la propia entidad territorial).

5.2.5 Resultados: capacidades, prioridades e indicadores

El tiempo de implementación del sgr es muy corto, y señalar resulta-
dos es prematuro. Sin embargo, el Gobierno nacional afirma que la 
redistribución de los recursos y su ejecución dan crecimiento y bienes-
tar, promueven la competitividad regional (dnp, Boletín de prensa, 23 
de febrero de 2012) y reactivan la industria (dnp, Boletín de prensa, 
2 de abril de 2013).
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A partir de los balances realizados por el dnp y la cgr en la Co-
misión IV de la Cámara de Representantes el 15 de abril de 2013, se 
destacan los siguientes aspectos:

1.	 La cgr señaló que la ejecución efectiva de los recursos del 
sgr ha sido del 5% y alertó sobre la fragmentación, el poco 
impacto de los proyectos aprobados y la inobservancia de 
las necesidades, especificidades y vocación de cada entidad 
territorial (cgr, Boletín de prensa, 15 de abril de 2013). 
Esto evidenciaría el incumplimiento de las expectativas 
con respecto a las características esperadas de los proyectos 
financiados.

2.	 En contraste, el dnp destacó la instalación de los ocad 
del fctei, de la Corporación Autónoma Regional del Río 
Grande de la Magdalena y de los de 1025 municipios, 32 
departamentos y 6 regiones. Señaló además que dichos 
órganos han aprobado 2150 proyectos por valor de $6,3 
billones, que se concentran en los sectores de transporte, 
agua potable y saneamiento básico y educación (el 58,5%) 
(dnp, 2013). Resulta interesante señalar que para el bienio 
2013-2014, el dnp convocó a las entidades territoriales y a los 
ocad para que aprobaran los proyectos antes del 30 de ju-
nio de este año (dnp, Boletín de prensa, 2 de abril de 2012), 
por lo que pareciera que la prioridad es aprobar el mayor 
número posible de proyectos, para así desvirtuar a quienes 
plantean que la implementación del sgr ha tomado más 
tiempo del previsto, sin ejecución efectiva de recursos.

3.	 Finalmente, el dnp ha venido sosteniendo que el sgr es un 
instrumento que materializa la equidad, ya que la desigual-
dad entre regiones disminuyó para 2012, al permitir que el 
índice Gini de la distribución de dichos recursos entre los 
municipios pasara de 0,92 a 0,39 (dnp, Boletín de prensa, 
26 de septiembre de 2012).
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Al contrastar los elementos expuestos en este capítulo (nume-
rales 5.1 y 5.2), se evidencian las diferencias y semejanzas entre el 
régimen anterior de regalías y el sgr. Dentro de las diferencias rele-
vantes, además de las relacionadas con la distribución de los recursos 
y la aprobación de los proyectos por los ocad, se encuentra el diseño 
del sistema, que constituye una novedad frente al régimen anterior, 
dado que define objetivos, asignaciones, actores y procedimientos, en 
función de los cuales se podrá evaluar el cumplimiento de los fines de 
la reforma. Con la Ley 141 existían disposiciones, algunas dispersas o 
contradictorias, para determinados temas –por ejemplo, en materia de 
destinación de los recursos–, razón por la cual la evaluación se tornaba 
dispendiosa, por no decir imposible. El nuevo régimen, concebido 
como sistema, se enmarca dentro del enfoque económico propuesto 
por Montecinos (2005), dado que la reforma mantiene la premisa de 
que las entidades territoriales deben participar de los ingresos de las 
regalías y revitaliza el rol que tienen los gobiernos subnacionales en 
la promoción del desarrollo mediante proyectos de inversión debida-
mente estructurados; elementos que se podrán utilizar en el futuro 
para evaluar los resultados del nuevo sistema.

Ahora bien, aunque hay quienes plantean que la reforma limita 
la autonomía de las entidades territoriales, especialmente por el papel 
que tiene el Gobierno nacional en la aprobación de los proyectos, se 
debe rescatar que el sgr también la amplía, dado que suprime los por-
centajes y las restricciones sectoriales del anterior régimen, permitien-
do así que las autoridades públicas de manera coordinada prioricen las 
iniciativas. Sin embargo, la posibilidad de financiar cualquier proyecto 
que cumpla las condiciones previstas en la ley, aunque es coherente 
con los principios del enfoque económico del regionalismo, no es del 
todo razonable frente a la situación de algunas entidades que sin te-
ner infraestructura básica pueden asignar las regalías a otros sectores 
menos prioritarios.

En el cuadro 2 se presenta un paralelo entre los dos regímenes, 
con el objetivo de que se observen las diferencias y semejanzas, según 
las variables planteadas en la metodología.
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Cuadro 2. Paralelo entre regímenes de regalías

Variable Régimen anterior Sistema General de Regalías

N
or

m
at

iv
id

ad

Artículos 360 y 361 de la Constitución 
Política. Ley 141 de 1994. 

Acto Legislativo 05 de 2011. Ley 1530 
de 2012.

–– Naturaleza de regalías: contraprestación económica que se paga a favor del 
Estado, por el derecho a explotar un recurso natural no renovable.

–– Propiedad de regalías: Estado colombiano, no del Gobierno nacional ni de 
las entidades territoriales.

–– Las entidades territoriales en cuya jurisdicción se realiza explotación o 
transporte tienen derecho de participación.

–– Fuente exógena de financiamiento para las entidades territoriales.

–– La liquidación y los porcentajes de participación de regalías se mantienen.

D
is

tr
ib

uc
ió

n

–– Regalías directas (para entidades 
productoras y portuarias) e 
indirectas (para el resto de 
entidades mediante el fnr), con 
participación del 79% y el 21% 
respectivamente, en el período 
1994-2011.

–– La distribución depende 
principalmente del volumen de la 
producción.

–– El 80% de las regalías directas es de 
Casanare, Meta, La Guajira, Arauca, 
Huila, Cesar, Santander y Córdoba, 
en donde habita el 17,4% de la 
población del país.

–– Sistema General de Regalías único. 
La distribución se realiza principal-
mente con las variables población 
e índice de necesidades básicas 
insatisfechas.

–– Distribución prevista:

–	 Ahorro pensional: el 10%; Fondo 
Ciencia, Tecnología e Innovación: 
el 10%; y Fondo Ahorro y Esta-
bilización Regional: máximo el 
30%. El porcentaje restante para 
inversión, es decir, asignaciones 
directas y Fondos de Compensa-
ción y Desarrollo Regional.

–	 Del total de recursos, el 2% para 
funcionamiento del sgr; el 1% 
para smsce y el 0,5% para munici-
pios ribereños del río Magdalena.

–– De lo proyectado entre 2013 y 2022: 
el 74% para departamentos y Bogo-
tá; el 20% para municipios y el 6% 
restante para los demás beneficiarios.

–– La asignación de las entidades 
productoras o portuarias es de 
aproximadamente el 12% de los 
recursos para el período 2013-2022.

D
es

tin
ac

ió
n

–– Recursos con destinación 
específica. No se financian gastos  
de funcionamiento.

–– Recursos con destinación 
específica. No se financian gastos  
de funcionamiento.
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Variable Régimen anterior Sistema General de Regalías
D

es
ti

n
ac

ió
n

–– R. directas: departamentos y muni-
cipios deben destinar entre el 60 y 
el 75% de los recursos a proyectos 
que impacten metas de cobertura 
en salud, educación, agua potable 
y saneamiento básico y mortalidad 
infantil; máximo el 10% a interven-
toría técnica y el porcentaje restante 
para libre inversión. Del 90% des-
tinado a inversión, el 1% se debe 
orientar a seguridad alimentaria y 
nutricional.

–– R. indirectas: promoción de la 
minería, preservación del ambiente 
y proyectos regionales de inversión, 
con más de 50 “cajones”, con 
destinación para áreas, entidades o 
conceptos de gasto específicos.

–– Regalías directas e indirectas 
también se destinaban al Fonpet.

–– No establece porcentajes para 
realizar la inversión.

–– Énfasis en proyectos de impacto 
regional.

Se financian:

–– Proyectos de inversión y su 
estructuración.

–– Proyectos de ciencia, tecnología e 
innovación.

–– Ahorro para el pasivo pensional.

–– Ahorro público.

–– Fiscalización de la exploración y 
explotación de los yacimientos 
y conocimiento y cartografía 
geológica del subsuelo.

–– Funcionamiento del sgr y del smsce.

B
en

efi
ci

ar
io

s

–– R. directas: Departamentos, distritos 
y municipios en cuya jurisdicción se 
realiza la explotación del recurso.

–– Corporaciones autónomas 
regionales

–– R. indirectas: Fondo Nacional de 
Regalías

–– Departamentos, distritos y munici-
pios en cuya jurisdicción se realiza 
la explotación del recurso.

–– Mediante los Fondos de Ciencia, 
Tecnología e Innovación (fctei), 
de Desarrollo Regional (fdr), de 
Compensación Regional (fcr), 
de Ahorro y Estabilización (fae) 
y el Fonpet todas las entidades 
territoriales.

–– Corporaciones autónomas 
regionales. 

E
n

ti
da

de
s,

 fu
n

ci
on

es
 y

 
re

la
ci

on
es

–– Alcaldes y gobernadores, con sus 
equipos de gobierno y los concejos 
municipales y asambleas departa-
mentales, responsables de definir, 
formular, viabilizar, aprobar, pro-
gramar y ejecutar física y financie-
ramente los proyectos de inversión 
financiables con regalías.

–– ocad encargados de definir los 
proyectos de inversión susceptibles 
de ser financiados con los recursos 
del Sistema, así como de evaluar, 
priorizar, viabilizar y aprobar la 
conveniencia y oportunidad de 
financiarlos y de designar la entidad 
pública encargada de su ejecución. 
Cuentan con secretarías técnicas y 
se apoyan en comités consultivos.

Continúa
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Variable Régimen anterior Sistema General de Regalías
E

n
ti

da
de

s,
 fu

n
ci

on
es

 y
 r

el
ac

io
n

es –– El Departamento Nacional de 
Planeación desde 2004 realizó 
control y vigilancia a la ejecución de 
regalías, mediante la interventoría 
administrativa y financiera. Antes 
de 2004, era competencia de la 
Comisión Nacional de Regalías.  
Se puso de relieve la ejecución de 
los recursos, más que sus resultados.

–– Intervenían el mme, Ecopetrol, anh, 
Ingeominas y mhcp. 

–– smsce que vela por el uso eficiente 
y eficaz de los recursos. Actúa de 
manera selectiva, con énfasis en 
acciones preventivas y se enmarca 
en los principios del buen gobierno.

–– Órganos del sgr: la Comisión  
Rectora (dicta la política general), 
el dnp (propone metodologías,  
verifica requisitos, ejerce la secreta-
ría técnica de la Comisión Rectora  
y administra el smsce), los ministe-
rios de Hacienda y Crédito Público 
(giran recursos y preparan presu-
puesto bienal) y de Minas y Energía, 
así como sus entidades adscritas y 
vinculadas que cumplan funciones 
en el ciclo de las regalías (preparan 
proyecciones, fiscalizan exploración 
y explotación) y Colciencias (propo-
ne metodologías y ejerce secretaría 
técnica del ocad).

–– Sistema presupuestal propio: plan 
de recursos, Banco de Programas 
y Proyectos de Inversión y 
Presupuesto Bienal.

Pr
oc

es
o 

de
 g

es
ti

ón

–– La norma no preveía ningún 
mecanismo o instancia específica 
a los que los departamentos y 
municipios debieran ajustarse para 
asegurar la adecuada ejecución de 
los recursos de regalías.

–– Las entidades territoriales 
debían observar las normas sobre 
planeación, programación y 
ejecución de recursos, contratación 
y control aplicables en el 
ordenamiento jurídico colombiano 
a las demás fuentes de financiación 
de que disponían.

–– Lineamientos, metodologías y requi-
sitos específicos para formulación, 
presentación, viabilización, aproba-
ción y ejecución de los proyectos de 
inversión financiables con recursos 
de regalías.

–– Ejercicios de planeación regional 
con enfoque participativo para 
realizar identificación y priorización 
de iniciativas y/o proyectos 
susceptibles de ser financiados con 
regalías.

–– Régimen presupuestal propio – 
presupuesto bienal.

Fuente: Elaboración propia con base en los numerales 5.1 y 5.2
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resultados y análisis  
de la información: la experiencia  

de arauca y casanare

Este capítulo presenta los resultados del análisis de la información 
recolectada sobre los departamentos de Arauca y Casanare, a partir 
de las entrevistas realizadas y la revisión de los informes y documentos 
publicados por organismos departamentales y nacionales.

6.1 antecedentes

El departamento de Arauca tiene una extensión de 23.818 km2 (el 
2,1% del territorio nacional) y 250.569 habitantes (el 0,54% del total 
nacional) (dane, 2011). Tiene una densidad de 11 habitantes por 
km2, que contrasta con el promedio nacional (37 habitantes por km2).  
En 2011 registró una tasa de crecimiento demográfico del 1,2% anual; 
un 62% de la población habitaba áreas urbanas y un 38% áreas rura-
les. El departamento está integrado por siete municipios; Arauca, la 
capital, concentra el 33% de la población.

En 2010, el pib de Arauca ($5.129 miles de millones) presentó una 

variación de 5,3% respecto al año anterior y representó 0,9% del pib 

nacional. Las ramas de actividad económica con mayor participación 

en el pib del departamento fueron: extracción de petróleo crudo y 
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de gas natural, servicios de extracción de petróleo y de gas, excepto 

prospección y extracción de uranio y de torio, con 64,3%; producción 

pecuaria y caza incluyendo las actividades veterinarias con 6,1%; cul-

tivo de otros productos agrícolas con 5,5% y administración pública y 

defensa y, seguridad social de afiliación obligatoria con 4,5% (dane, 

2012, Arauca).

Por su parte, el departamento de Casanare tiene una extensión 
de 44.641 km2 (el 3,9% del territorio nacional) y 331.734 habitantes 
[el 0,7% del total nacional] (dane, 2011). Tiene una densidad de 7 
habitantes por km2. Su tasa de crecimiento demográfico en 2011 fue 
de 1,9% anual; el 72% de la población habitaba áreas urbanas y el 
28% áreas rurales. El departamento está integrado por diecinueve 
municipios. El Yopal, su capital, concentra el 38% de la población.  
En 2010 el pib de Casanare fue de $9659 miles de millones, un 1,8% del 
pib nacional, con una variación del 2,7% respecto al año anterior. Las 
actividades que tuvieron mayor participación en el pib departamental 
fueron la extracción de petróleo crudo y gas natural con el 63,3%, y 
la producción pecuaria y caza, incluyendo las actividades veterinarias 
con el 5,5% (dane, 2012, Casanare).

6.2 comportamiento  
de los ingresos de regalías

Dada la importancia de la extracción de petróleo en ambos departa-
mentos, los giros por concepto de regalías fueron considerables, tal 
como se observa en el gráfico 5 y en el cuadro 3.

Del total de regalías directas del país ($44,3 billones, constantes 
de 2011), la Gobernación de Casanare recibió el 15,2% ($6,8 billones) 
y la de Arauca el 6,7% ($3 billones). Estos porcentajes se incrementan 
al incluir los recursos recibidos por los municipios, y llegan al 21,6% 
($9,6 billones) en Casanare y al 9,1% ($4 billones) en Arauca.
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Fuente: cuadro 3. dnp.

El análisis de la ejecución presupuestal de ingresos (cuadro 4) 
durante el período 2000-2011 pone en evidencia que en el caso de la 
Gobernación de Arauca, en promedio, el 10% de los ingresos fueron 
corrientes y el 90% de capital; de estos, el 65% en promedio corres-
pondió a regalías directas. En el caso del Casanare, la situación fue 
similar: del total de ingresos, en promedio el 8% fueron corrientes y el 
92% de capital; de estos, en promedio, el 72% fueron regalías directas.

Según estas cifras, las gobernaciones de Arauca y Casanare no 
solo recibieron un monto de regalías superior a los demás departa-
mentos, sino que estas fueron la principal fuente de financiación, lo 
que, conforme al estudio de Perry y Olivera (2012), condujo a que el 
ahorro público y el esfuerzo fiscal fueran menores, aunque el nivel de 
inversión fuera mayor.
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Gráfico 6. Participación de las regalías en los ingresos totales

Fuente: Ejecuciones presupuestales reportadas por las entidades territoriales al dnp-Sicep-fut. 
gafdt-ddts- dnp.

Para el mismo período 2000-2011, los gastos corrientes en la 
Gobernación de Arauca representaron en promedio el 16% y los de 
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capital el 84%; algo similar ocurrió en la de Casanare, donde en pro-
medio los gastos corrientes fueron del 6% y los de capital del 94%1.

6.3 gastos financiados con regalías

A partir de los reportes de las gobernaciones de Arauca y Casanare a 
la Dirección de Regalías del dnp en el formato f-scv-03, en el que se 
relacionaban las inversiones financiadas con regalías y según la clasifi-
cación efectuada por esta dependencia, de los $2 billones ejecutados 
en inversión, interventoría técnica, operación y puesta en marcha 
de los proyectos y servicio de la deuda para el período 2003-2010, la 
Gobernación de Arauca destinó el 26,1% de los recursos a salud, el 
20,1% a agua potable y saneamiento básico, el 18,7% a educación y  
el 9,3% a transporte y vías. En ese mismo período, de los $5,2 billones 
ejecutados por la Gobernación de Casanare, el 30,7% fue destinado  
a agua potable y saneamiento básico, el 20,7% a educación, el 15,2% a  
salud y el 8,3% a transporte y vías.

El análisis de cada sector pone en evidencia que fue prioridad 
de ambas gobernaciones la financiación de acciones relacionadas con: 
1) Sector educación: construcción, mantenimiento y adecuación de 
infraestructura educativa, dotación de establecimientos educativos, 
transporte y alimentación escolar y contratación del servicio educativo; 
2) Sector salud: aseguramiento de la población pobre y vulnerable, pres-
tación de servicios a la población no asegurada, salud infantil y materna 
e inversión en infraestructura y equipos para la red pública; y 3) Sector 
agua potable y saneamiento básico: construcción, ampliación, optimi-
zación y mejoramiento de sistemas de acueducto, alcantarillado y aseo.

1	 Los gastos corrientes son aquellos en que incurre la entidad territorial para 
garantizar su normal funcionamiento; comprenden la remuneración del trabajo, así 
como la compra de bienes y servicios de consumo. Los gastos de capital son aquellos 
utilizados en la creación de nuevos activos, en la compra de activos existentes y en la 
financiación de la inversión social (dnp, 2008).
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El análisis por tipo de gasto indica que en dicho período la 
Gobernación de Arauca destinó el 57% de los recursos a financiar 
gastos de inversión asociados con las metas de cobertura; el 37% a 
otras inversiones permitidas pero no relacionadas con esas metas y 
el 2% a gastos que no era posible financiar con regalías, bien porque 
eran de funcionamiento o porque desbordaban las competencias de 
la entidad. En el caso de la Gobernación de Casanare, el 55% de los 
recursos fueron destinados a proyectos relacionados con las metas de 
cobertura; el 41% a gastos permitidos pero no asociados con las metas 
de cobertura y el 1% a usos incorrectos: gastos de funcionamiento o 
acciones que no eran de competencia del Departamento.

6.4 institucionalidad  
y ejecución de regalías

El análisis anterior pone en evidencia que las gobernaciones de Arauca 
y Casanare concentraron una alta proporción de las regalías directas y  
que estas fueron su principal fuente de recursos. Ahora bien, antes 
de examinar en qué medida estos se tradujeron en un mayor nivel de 
desarrollo de los departamentos, se revisarán algunos indicadores que 
permiten aproximarse a la calidad de las instituciones y organizaciones 
departamentales de las que, tal como se planteó en el marco concep-
tual, dependen el buen o mal uso de las rentas provenientes de la explo-
tación del petróleo (Perry y Olivera, 2012), y, por ende, los resultados 
en términos de desarrollo. Dichos indicadores son los de desempeño 
fiscal, transparencia, gobierno abierto y competitividad departamental.

Los índices de desempeño fiscal (idf)2 presentaron entre 2000 
y 2011 un aumento sostenido, ya que pasaron del 58,34% al 71,72% 

2	 Es un indicador calculado por el dnp que mide el resultado fiscal alcanzado en 
cada año, se encuentra en una escala de 0 a 100, donde valores cercanos a 0 reflejan bajo 
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en Arauca y del 54,04% al 71,38% en Casanare, ubicándose por en-
cima del crecimiento del promedio nacional que fue del 22%. Esos 
resultados son producto de las regalías percibidas, de la alta inversión 
y del cumplimiento de los límites de gasto de funcionamiento esta-
blecidos por la Ley 617 de 2000, especialmente. Cabe señalar que en 
el rango del 70-80% se ubican las entidades sostenibles, que según el 
dnp “tienen mejor desempeño fiscal, que pueden cubrir sus compro-
misos y generar recursos que garantizan la ejecución de acciones de 
desarrollo” (dnp, 2012).

En cuanto al índice de transparencia departamental (itd)3 
2008-2009, las gobernaciones de Arauca y Casanare se ubican en el 
nivel de riesgo medio, dado que obtienen un 71,4% y un 64%, res-
pectivamente; el promedio de todas las gobernaciones fue del 62,2%. 
Aunque Transparencia por Colombia señala que la versión 2008-2009 
del índice no es comparable con versiones anteriores, cabe mencionar 
que en la versión 2004-2005 los gobiernos departamentales se ubica-
ron en el nivel de riesgo medio de corrupción con calificaciones del 
60,89% y el 63,91%, respectivamente; el promedio de ese entonces 
fue del 54,28%. En el índice de gobierno abierto (iga)4 2010-2011, 

desempeño fiscal y valores cercanos a 100 significan que la acción de la entidad tuvo 
las siguientes características: buen balance en su desempeño fiscal; suficientes recursos 
para sostener su funcionamiento; ajuste a los límites de gasto de funcionamiento según 
la Ley 617 de 2000; importante nivel de recursos propios (solvencia tributaria) como 
contrapartida a los recursos de sgp; altos niveles de inversión; adecuada capacidad de 
respaldo del servicio de su deuda y generación de ahorro corriente, necesario para 
garantizar su solvencia financiera ( dnp, 2012).
3	 Es un índice elaborado por Transparencia por Colombia que permite identifi-
car condiciones institucionales y prácticas de los actores que favorecen la transparencia 
o potencian los riesgos de corrupción en la gestión de las entidades públicas. Mide tres 
factores: visibilidad, institucionalidad y control y sanción. 
4	 Es un índice consolidado por la Procuraduría General de la Nación, que incluye 
cuatro componentes: control interno, almacenamiento de la información, exposición 
de la información y diálogo sobre la información.
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la Gobernación de Arauca obtuvo un puntaje del 61,21% y Casanare 
del 65,02%; el puntaje promedio de las gobernaciones fue del 60,4%.  
En la versión 2011-2012, el promedio de las gobernaciones fue del 
58,4%, Arauca obtuvo el 55,1% y Casanare el 59,8%.

Finalmente, el índice global de competitividad de los departa-
mentos en Colombia (icd)5 2009 ubica al departamento de Arauca 
en el grupo de competitividad “bajo”, con un puntaje del 39,6% y al 
departamento de Casanare en el grupo de competitividad “medio 
bajo”, con uno del 47,8%. En ambos casos, el factor finanzas y gestión 
pública se ubica en los niveles “medio alto” (Arauca) y “líder” (Casana-
re); mientras que infraestructura y ciencia y tecnología, se encuentran 
en los niveles “colero” y “colero inferior”.

Los indicadores de desempeño fiscal y de competitividad re-
flejan un desempeño promedio de los departamentos de Arauca y 
Casanare –similar al de cualquier otro–, en donde la magnitud de las 
regalías por sí sola incide positivamente en las mediciones que realizan 
los organismos de planeación sobre finanzas públicas. Asimismo, los 
indicadores de transparencia registran un cumplimiento promedio 
de los requisitos formales, que según los entrevistados se explica en 
la manipulación de la información o en la interpretación y el alcance 
de los requisitos.

Por lo tanto, en materia de institucionalidad y ejecución de los 
recursos de regalías hay otros aspectos que los indicadores no reflejan 
pero que, de acuerdo con la experiencia de los entrevistados, son rele-
vantes y explicativos de los resultados logrados: 1) el conflicto armado 
y el papel de los actores armados ilegales; 2) el rol de los ejecutores 
de los proyectos y su relación con la administración pública, y 3) la 
capacidad de la administración para orientar y controlar la ejecución.

5	 Este índice es elaborado por la Cepal. Incluye seis factores: fortaleza de la eco-
nomía, finanzas y gestión pública, infraestructura, capital humano, ciencia y tecnología 
y medio ambiente. Las posiciones y las calificaciones del índice permiten diferenciar 
seis niveles competitivos: líder, alto, medio alto, medio bajo, bajo y colero.
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Gráfico 8. Competitividad departamental

Fuente: Cepal. Escalafón de la competitividad de los departamentos en Colombia, 2009, pp. 88 y 95

Frente al primer punto, autores como Garay y Salcedo (2010), 
Garay, Salcedo y De León (2010), Gutiérrez (2010), Velázquez (2009), 
González (2007), Sánchez y Chacón (2005) y Rubio (2002) describen 
cómo se presentó la captura de rentas por actores armados ilegales.  
En el caso específico de los departamentos de Arauca y Casanare, los 
tres primeros documentos plantean el proceso de “captura del Estado”, 
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en el que la guerrilla y los paramilitares direccionaron los procesos de 
las entidades y se apropiaron de recursos de regalías, condicionando 
la programación o ejecución mediante la financiación de proyectos de 
interés para dichas organizaciones. En los siguientes términos Garay, 
Salcedo y De León (2010), se refieren al caso de Casanare:

A partir de la evidencia se puede afirmar que la complejidad de la in-

teracción social entre los actores permite inferir la existencia de una 

racionalidad social de los actores en la búsqueda de la captura y la 

reconfiguración cooptada del Estado, tanto en el nivel local como en 

el nacional. (Garay, Salcedo y De León, 2010, p. 265)

Señalan además que ese fenómeno no es propio del Casanare, 
pues también se presenta en otros departamentos que recibieron im-
portantes recursos de regalías:

Por ejemplo, en otros departamentos que también recibieron cuan-

tiosos recursos provenientes de las regalías petroleras, como Meta y 

Arauca, se ha tenido noticia de la operación de asociaciones entre 

actores y grupos legales e ilegales con el fin de manipular decisiones 

de las ramas legislativa, ejecutiva y judicial, particularmente en el nivel 

local y regional. A manera de ejemplo, a la fecha se cuenta con expe-

dientes judiciales que evidencian la injerencia del Ejército de Libera-

ción Nacional (eln) en la administración pública del departamento 

de Arauca. (Garay y Salcedo, 2010, p. 130)

En cuanto al rol de los ejecutores de los proyectos y su relación 
con la administración pública, la experiencia de quienes laboraron 
en las gobernaciones permite conocer que los “contratistas” desempe-
ñaban un papel fundamental en los procesos de programación y eje-
cución de las regalías; eran sus intereses particulares los que definían 
las prioridades, los presupuestos y los cronogramas de los proyectos 
de inversión. Si bien esta situación no es fácil de documentar, algunos 
entrevistados señalaron que en la realidad los procesos decisorios res-
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pondían a intereses de terceros: los “contratistas” estructuraban los 
proyectos, realizaban el lobby respectivo para su aprobación ante las 
instancias políticas, organizaban los procesos de contratación, ejecu-
taban las obras y adelantaban la interventoría o supervisión técnica 
de la ejecución.

Esa estrecha relación entre administración y contratistas re-
fleja algunas de las debilidades que caracterizan al régimen político 
de esos departamentos, tales como la incidencia que tienen sobre el 
desempeño de la administración los financiadores de las campañas 
políticas, quienes luego se convierten en contratistas o funcionarios, 
y el rol de los privados en el financiamiento de compromisos que los 
mandatarios locales deben honrar. Del cumplimiento de dichos com-
promisos dependía que las corporaciones administrativas aprobaran 
el presupuesto y posteriormente las modificaciones presupuestales. 
Muestra de lo anterior fueron las sanciones de destitución e inhabili-
dad impuestas por la Procuraduría General de la Nación en marzo de 
2009 a algunos concejales del municipio de El Yopal involucrados en 
negociaciones de procesos contractuales indebidos de la Alcaldía (Pro-
curaduría General de la Nación, Boletín 306, 29 de marzo de 2012).

El tercer punto, capacidad de la entidad para orientar y con-
trolar la ejecución de los recursos, fue señalado por los entrevistados 
como factor determinante para un buen desempeño. Sin embargo, en 
las gobernaciones de Arauca y Casanare, dicha capacidad se limitó no 
solo por el conflicto armado y las relaciones de las autoridades elegidas 
popularmente con los contratistas, políticos y actores armados ilegales, 
sino también por las restricciones que la ley impuso en la destinación 
de las regalías, pues estas no se podían utilizar para financiar gastos de  
funcionamiento que eran necesarios para ampliar y cualificar las plan-
tas de personal y mejorar la operación de las dependencias.

La precariedad de la función pública en estos departamentos 
sirvió de pretexto para que las autoridades contrataran mediante 
prestación de servicios y sin vocación de continuidad y pertenencia a 
personas que eran incluidas en proyectos de inversión que la ley per-
mitía financiar. De esa manera, al terminar un período de gobierno, 
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sobre todo cuando el sucesor era de una orientación política diferente 
a la del gobernador precedente, no se hacían procesos de empalme 
y se perdía la memoria institucional, lo que impedía dar continuidad 
a objetivos y políticas importantes. Esta falta de continuidad, el corto-
placismo de las acciones y el clientelismo conformado alrededor de 
los contratos facilitaban a las administraciones contratar con regalías 
obras ya ejecutadas, estudios y diseños ya realizados, estrategias ya 
probadas sin resultados satisfactorios o continuar con proyectos o ac-
tividades permitidas por la ley, sobre los que no se tenían evaluaciones 
que probaran su impacto positivo.

En otros términos, las gobernaciones no tenían la capacidad 
técnica ni política para ejecutar de manera eficaz, eficiente y trans-
parente los grandes montos de regalías que se les giraban, y aunque, 
en muchos casos, los procesos de programación, ejecución y control 
se ajustaban formalmente a la normatividad vigente, los incentivos y 
prácticas de los actores sociales y políticos, debido a los arreglos y for-
mas dominantes que caracterizaban el ejercicio del poder en dichos 
territorios, no se reflejaban en resultados que crearan y agregaran 
valor a la sociedad y que elevaran el nivel de desarrollo.

6.5 proceso de gestión

Como se mencionó en el numeral 5.1, el régimen anterior de regalías 
no preveía ningún procedimiento específico al que debieran ajustarse 
las entidades receptoras. Sin embargo, conviene hacer referencia a al-
gunos aspectos de los procesos de planeación y ejecución, en los que 
organismos de control identificaron varias irregularidades.

En materia de planeación, a partir de 2004, la Gobernación de 
Arauca formuló los planes de desarrollo Vamos Arauca, por el Cambio 
Radical 2004-2007, El Cambio Sigue su Marcha 2008-2011, Seguimos con el 
Cambio 2009-2011 y Es Hora de Resultados 2012-2015. En los planes finan-
cieros se evidencia la importancia de las regalías en el financiamiento 
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de los proyectos de los planes plurianuales de inversión: en el período 
2004-2007, de $1 billón presupuestado para inversión, el 45% prove-
nía de regalías petroleras; en el período 2008-2011, la estimación era 
de $1,3 billones, de los cuales el 59% correspondía a regalías, y en el 
período 2012-2015, de los ingresos directos de la gobernación ($1,35 
billones), el 31% son de regalías.

En cuanto al departamento de Casanare, a partir de 2004 se han 
formulado los planes de desarrollo Trabajo en Equipo 2004-2007, Pen-
sando en Todos 2008-2011 y La que Gana es la Gente 2012-2015. Al igual 
que en Arauca, los planes de desarrollo muestran que las regalías eran 
la principal fuente de financiación. En el período 2004-2007, el plan 
financiero destinó $1,65 billones para inversiones, de los que el 56% 
correspondía a regalías; en el período 2008-2011 se asignaron $1,96 
billones, de los cuales el 65% era de regalías, y en el período actual se 
estimaron $2,5 billones de los que el 61% son regalías directas, inclu-
yendo los recursos no girados de la vigencia 2011, puesto que el giro 
de regalías al departamento se encontraba suspendido por el dnp.

En todos los planes se planteaba la importancia de fortalecer 
los ingresos tributarios para reducir la dependencia de las regalías y 
las transferencias, y garantizar en el mediano plazo la viabilidad fiscal 
y el gasto público. Sin embargo, conforme lo señalaron algunos en-
trevistados, esa estrategia no se cumplió; de eso da cuenta el impacto 
que el cambio del régimen de regalías tuvo en la financiación de los 
gastos sociales que se venían cubriendo con regalías, especialmente 
en salud y educación.

Desde el punto de vista político, en Arauca, el período de go-
bierno 2008-2011 fue interrumpido, dado que la Procuraduría Ge-
neral de la Nación destituyó e inhabilitó al gobernador electo por 
haberse inscrito y posesionado a pesar de estar inhabilitado (Procura-
duría General de la Nación, Boletín 410, 19 de septiembre de 2008).  
En Casanare, ninguno de los gobernadores electos entre el 2004 y el 
2012 culminó su mandato; uno fue condenado a prisión y multa por 
la Corte Suprema de Justicia por el delito de enriquecimiento ilícito 
y los otros dos fueron destituidos e inhabilitados por la Procuraduría 
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General de la Nación para desempeñar cargos y funciones públicas, 
por haber incurrido en irregularidades en contratos cuya fuente de 
financiación eran recursos de regalías (Procuraduría General de la 
Nación, boletines 025 y 051 de 2013).

A esta situación política, que afectó los procesos de ambos de-
partamentos, se suman los resultados de la labor de control y vigilancia 
que adelantó el dnp en los que se identificó de manera sistemática 
cómo la ejecución de los recursos no observaba los criterios y requisi-
tos previstos en las normas y presentaba numerosas irregularidades.

En cuanto a la Gobernación de Arauca, desde el 2005, año en 
que la Dirección de Regalías empezó a elaborar los informes de aná-
lisis de la documentación relacionada con los recursos de regalías, se 
identificaron las siguientes irregularidades: 1) financiación de gastos 
cuya ejecución no era permitida con regalías, conforme a lo indicado 
en el numeral 6.3 de este documento, ya sea porque eran gastos de 
funcionamiento, porque desbordaban las competencias de la entidad, 
contravenían disposiciones sectoriales o constituían auxilios o dona-
ciones a particulares; 2) incumplimiento de los criterios establecidos 
en la ley al destinar menos del 60% a inversiones que impactaran las 
metas de cobertura; 3) inconsistencia de la ejecución presupuestal de 
ingresos frente a la reportada en la relación de inversiones (formato 
f-scv-03); 4) inconsistencia de la información reportada al dnp en 
Bogotá y la suministrada a la Interventoría Administrativa y Financie-
ra del dnp en campo; 5) imprecisión de los nombres de los proyectos  
de inversión e indeterminación de su alcance, y 6) incumplimiento de  
la orden de invertir no menos del 50% de los recursos en proyectos 
contemplados en los planes de desarrollo de municipios que no re-
cibían regalías directas, recursos que no podían ir en más del 15% a 
un mismo municipio.

Por el lado de Casanare, en el mismo período y con la misma 
fuente de información, se hallan las mismas irregularidades de Arauca 
y además: 7) realizó inversiones de liquidez incumpliendo lo señalado 
en la Ley 819 de 2003, lo que llevó a que las autoridades sancionaran 
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al gobernador de la época, y 8) no administró los recursos de regalías 
en una única cuenta bancaria autorizada por el dnp.

Ahora bien, la normatividad vigente preveía que cuando una 
entidad territorial cometiera una de estas irregularidades, la Dirección 
de Regalías ordenaba la suspensión preventiva o correctiva del giro de  
los recursos; esta medida le fue aplicada a Casanare en noviembre  
de 2007, agosto de 2008 y marzo de 2011 y se mantiene a la fecha. 
Arauca no fue objeto de esta medida a partir de 2004, pero le había 
sido aplicada en julio de 2000 y 2001.

Para subsanar algunas de estas irregularidades, evitar la suspen-
sión del giro de recursos u obtener el levantamiento de esta medida, 
la norma preveía los planes de desempeño. Arauca suscribió uno de 
estos a finales de 2007 para compensar en esa vigencia $517 millones 
ejecutados de manera incorrecta en los años 2004, 2005 y 2006.

Por su parte, Casanare, para evitar en junio de 2007 la suspen-
sión ocasionada en el incumplimiento del porcentaje mínimo de in-
versión exigido con destino a iniciativas que impactaran las metas de 
cobertura en 2004, presentó una propuesta de plan de desempeño que 
fue aprobada por el dnp; sin embargo, los compromisos adquiridos se 
incumplieron, por lo que se suspendieron los giros en noviembre de 
2007. El plan de desempeño se reformuló en abril de 2008 y se levantó 
la suspensión, pero sus disposiciones fueron incumplidas nuevamente 
en agosto de 2009, por financiar con regalías, entre otros, el contra-
to suscrito con la “Denominación Misión Panamericana”, dirigido a 
mantener la cobertura educativa, lo que sería causal de la destitución 
e inhabilidad del gobernador.

Una vez más el plan de desempeño fue reformulado y levantada 
la suspensión del giro de los recursos, pero en marzo de 2011 se reac-
tivó la medida ya que por sentencia del Consejo de Estado de marzo 
de 2010 se declaró la nulidad del artículo 29 del Decreto 416 que era 
el fundamento jurídico de los planes de desempeño. Desde esa fecha, 
Casanare se ha mantenido bajo condiciones especiales de seguimiento 
y giro, en virtud de las cuales el dnp realiza giros graduales para proyec-
tos específicos que previamente son revisados. El mantenimiento de 
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la medida obedece a que las inversiones de los excedentes de liquidez 
realizadas en 2007 no se han redimido ni reintegrado en su totalidad; 
no obstante, el artículo 146 de la Ley 1530 prevé que dicha condición 
podrá ser superada cuando se ejecute la totalidad de los recursos dis-
ponibles del régimen anterior de regalías.

Como resultado de la Interventoría Administrativa y Financiera 
del dnp, se encontraron otras irregularidades que dan cuenta de la de-
bilidad técnica de las entidades, como se observa en los cuadros 5 y 6.

Del total de irregularidades identificadas en ambas gobernacio-
nes, el 70% corresponde a fallas en procesos contractuales, el 16% a 
incumplimiento de los criterios y requisitos de la Ley de Regalías, el 9% 
al manejo inadecuado del presupuesto y el restante 4% a otras faltas.

Cuadro 5. Reporte de irregularidades

Tipo de irregularidad
Arauca Casanare

2008 2009 2010 2011 Total 2007 2008 2009 2010 2011 Total

Faltas contractuales 6 102 228 121 457 14 113 87 62 1 277

Violación a la ley de 
regalías

1 1 16 6 24 2 8 60 60 16 146

Inadecuado manejo del 
presupuesto

8 25 33 4 15 22 20 1 62

Deficiencias en la 
documentación

4 4 8 4 1 1 5 11

Violación al régimen 
disciplinario

3 5 8 2 2

Deficiencias en el 
proceso de planificación

2 2 1 5 -

Problemas en proyectos 1 1 4 3 7

Problemas financieros 1 1

Total 7 108 264 157 536 20 144 173 146 23 506

Fuente: Dirección de Regalías. dnp.
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Cuadro 6. Principales irregularidades identificadas

De carácter contractual De carácter presupuestal De proyectos

Falencias en los requisitos de 
perfeccionamiento, legalización, 
ejecución y liquidación de 
contratos

Asunción de compromisos sobre 
apropiaciones presupuestales 
inexistentes o en exceso del saldo 
disponible de apropiación sin contar 
con las autorizaciones pertinentes

Estudios 
y diseños 
inadecuados

Incumplimiento en la constitu-
ción de garantías, inexistencia y 
falencias en la suficiencia de las 
mismas por valor y plazo

Desconocimiento de principios 
presupuestales

Sobreprecios

Irregularidades en la 
interventoría técnica y/o 
supervisión

Expedición de certificados de 
disponibilidad presupuestal y 
registros presupuestales sin sujeción 
a las disposiciones del Estatuto 
Orgánico del Presupuesto

Ejecución de 
proyectos sin 
licencias o 
autorizaciones 

Fallas en los procesos de 
selección en licitación pública, 
selección abreviada, concurso de 
méritos y contratación directa

Inadecuada constitución, 
ejecución y cancelación de reservas 
presupuestales y cuentas por pagar

Ejecución 
de proyectos 
inviables, 
insostenibles o 
innecesarios

Irregularidades en la planeación 
del contrato

Falta de correspondencia entre la eje-
cución presupuestal y lo contratado

Fallas en la selección de 
entidades sin ánimo de lucro

Inadecuada constitución de 
vigencias futuras

Modificaciones presupuestales 
realizadas sin sujeción a las 
disposiciones del Estatuto Orgánico 
del Presupuesto o a las facultades 
otorgadas por la respectiva 
corporación administrativa

Fuente: Dirección de Regalías. dnp.

Esto evidencia que muchas veces las regalías se ejecutaban me-
diante contratos sin estudios previos serios, sin relación con proyectos 
debidamente evaluados y sin licencias o permisos para su ejecución. 
Además, por lo general se utilizaban figuras como convenios de coope-
ración, contratos interadministrativos u otras formas de contratación 
directa para eludir procesos de selección objetiva, especialmente la 
licitación; por ello se asignaban montos importantes a contratistas sin 
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la experiencia e idoneidad requeridas o se atomizaban en muchos 
contratos las sumas respectivas. Las obras entregadas eran de baja 
calidad, casi siempre insostenibles, en ausencia de recursos para su 
operación y funcionamiento, e innecesarias, pues como ya se indicó, 
respondían más al interés particular de contratistas y autoridades que 
a necesidades priorizadas por la comunidad o por estudios adecuados.

Al respecto la cgr, en el informe de resultados de la actuación 
especial de fiscalización a los recursos de regalías del departamento 
de Casanare, 2011, señaló:

Con respecto a la contratación, se observó que en algunos procesos 

contractuales se incumplen los principios de economía, responsabi-

lidad y transparencia establecidos en la Ley 80 de 1993, se presentan 

fallas principalmente, dentro de la etapa precontractual, que obedecen 

entre otros aspectos, a la ausencia o mala elaboración de los diseños 

y que conllevaron a que las obras fueran suspendidas, paralizadas y 

algunas quedaron inconclusas. (p. 6)

Además, de acuerdo con el Informe de monitoreo, seguimiento y con-
trol al uso de los recursos del Sistema General de Participaciones, vigencia 2011 
realizado por la Dirección General de Apoyo Fiscal del mhcp, en virtud 
del Decreto Ley 028 de 2008, en septiembre de 2011 se adoptó para 
Arauca la medida preventiva de plan de desempeño con el objeto de 
superar riesgos en el sector educación, tales como: 1) deficiencias en 
la gestión de la matrícula y la cobertura educativa, “el 25.1% (18.219 
niños) de la población en edad escolar se encuentra por fuera del 
sistema educativo; existe una tasa de deserción de 9.5% en la enti-
dad; y, se han presentado fluctuaciones en la matrícula ubicada en la 
zona urbana y rural que finalizan en un aumento en la zona urbana”,  
2) inadecuada administración de la planta de personal del sector,  
3) falta de verificación y conciliación del resultado presupuestal con-
tra el de tesorería al cierre de la vigencia, 4) exceso de liquidez y alto 
superávit fiscal, explicado casi en su totalidad por la falta de ejecución 
de las regalías, 5) incumplimientos en la oportunidad de los reportes 
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al Sistema de Información Nacional de Educación Básica y Media  
(Sineb) y de la categoría “Cierre Fiscal” del Formato Único Territorial 
(fut) (mhcp, 2011, p. 103).

En el sector salud el panorama es igualmente crítico. El citado 
Informe del mhcp señala que en la Unidad Administrativa Especial 
de Salud de Arauca (uaesa) se identificó alto superávit presupuestal, 
exceso de liquidez, exagerada acumulación de compromisos de vigen-
cias anteriores y fuerte dependencia de las regalías para la financiación 
de la mayor parte de sus gastos, razón por la cual se recomendó man-
tener la intervención forzosa administrativa de la Superintendencia 
Nacional de Salud (sns) a la uaesa, para evitar o mitigar el impacto 
de la baja oportunidad en el flujo de recursos y la dificultad para de-
sarrollar procesos contractuales y de planeación. La sns mantuvo la 
intervención entre mayo de 2009 y junio de 2012.

En el primer semestre de 2013, en Casanare, la Contraloría 
General de la República generó una función de advertencia, con oca-
sión del suministro de agua potable a la población de El Yopal, “dado 
que por negligencia, ineficiencia e ineficacia” de las administraciones 
departamental y municipal y de la empresa de servicios públicos no se 
ha superado la emergencia ocasionada por el colapso de la planta de 
tratamiento de agua potable presentado en mayo de 2011; la planta 
fue construida en 2007 con recursos de regalías (se destinaron cerca 
de $4.000 millones) y para superar la emergencia se tiene prevista la 
construcción de pozos profundos, con cerca de $22.700 millones del 
sgr en 2012 (Contraloría General de la República, 2013).

Lo paradójico del tema es que, conforme a lo señalado en el nu-
meral 6.3, precisamente a los sectores de salud y educación en el caso 
de Arauca, y al del agua potable y saneamiento básico en Casanare, se 
destinaron históricamente montos importantes de regalías directas.
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6.6 resultados: capacidades, prioridades 
e indicadores del anterior régimen

De acuerdo con el marco conceptual, el desarrollo es un proceso de 
expansión de libertades, fomentado por el Estado y específicamente 
por los departamentos, mediante la utilización de recursos girados por  
el Estado central por concepto de la explotación de los recursos natu-
rales no renovables. La utilización de dichos recursos se realiza en el 
marco de la descentralización, en el que los Gobiernos departamen-
tales y municipales tienen un rol importante para la prestación de los 
servicios sociales.

Ahora bien, se ha visto que los departamentos de Arauca y Casa-
nare recibieron un monto considerable de regalías directas entre 1995 
y 2011, que fueron su fuente de financiación más importante. Es propó-
sito de este aparte examinar hasta qué punto tales recursos se traduje-
ron en desarrollo, para lo cual se revisan algunos indicadores “proxy”.

En primer lugar, el indicador de desarrollo departamental calcu
lado por el dnp presenta de manera sintética el comportamiento de 
ocho variables de tipo social y financiero. El crecimiento de dicho in-
dicador para el conjunto nacional entre 2004 y 2010 fue del 48%, al 
pasar del 38,98 al 57,56%. En Arauca el indicador pasó del 36,61% al 
50,05%, y en Casanare del 37,19 al 60,97%, es decir, crecieron el 37% 
y el 64%, respectivamente. Sin embargo, algunas entidades que no 
recibieron montos importantes de regalías, como Cundinamarca (el 
73%), Atlántico (el 52%), Guaviare (el 113%), Cauca (el 64%) Nariño 
(el 64%), Quindío (el 51%), Risaralda (el 57%) y Valle del Cauca (el 
55%), crecieron por encima del promedio nacional.

En segundo lugar, al contrastar el anterior indicador con las 
regalías per cápita (gráfico 9), se observa que departamentos grandes 
receptores, como Arauca, La Guajira, Córdoba y Cesar, pese a recibir 
regalías importantes, se ubican por debajo del promedio nacional en 
2011. Dicha situación se repite al comparar el índice de necesidades 
básicas insatisfechas y las regalías per cápita. El gráfico 10 muestra que 
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los departamentos de Arauca y Casanare, aunque recibieron recursos 
abundantes durante un largo período, se ubican por debajo del pro-
medio nacional en 2011.

Sin embargo, al comparar los avances en materia de reducción 
de la pobreza en 1993 (antes de la recepción de regalías) y 2005, se 
observa que los departamentos con mayores reducciones del nbi fue-
ron Arauca (17,8) y Casanare (16,5).
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Gráfico 9. Índice de desarrollo departamental frente a regalías per cápita

Cuadro 7. Reducción de NBI 1993-2005

Concepto nbi 1993 nbi 2005 Reducción

Nacional 35,80 27,78 8,02

Arauca 53,76 35,91 17,85

Casanare 52,10 35,55 16,56

Fuente: dane. 2005.
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Ahora bien, dada la alta participación de Arauca y Casanare en 
los recursos de regalías y la prioridad que con ellos se asignó a salud, 
educación, agua potable y saneamiento básico, es preciso examinar 
el comportamiento de indicadores como afiliación de la población 
pobre al régimen subsidiado y coberturas de educación, agua potable 
y saneamiento básico.

De acuerdo con la información del Ministerio de Salud y Protec-
ción Social, al cierre de 2011, en todos los departamentos se afilió al ré-
gimen subsidiado el 100% de la población de los niveles 1 y 2 del Sisbén 
y la población indígena. Esta era una de las metas que debían alcanzar 
las entidades territoriales, conforme al anterior sistema de regalías.

Sin embargo, es preciso señalar que la Ley 715 de 2001 asignó 
a los municipios y distritos, no a los departamentos, la competencia 
de “Financiar y cofinanciar la afiliación al Régimen Subsidiado de la 
población pobre y vulnerable y ejecutar eficientemente los recursos 
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destinados a tal fin”. En consecuencia, la cofinanciación que hicieron 
algunos departamentos con recursos de regalías se dirigió a comple-
mentar el esfuerzo de los municipios y, especialmente, de la Nación, 
que con transferencias y aportes del presupuesto nacional impulsó la 
estrategia de universalización del aseguramiento.

En el sector educación, en la vigencia 2011, Casanare logró la co-
bertura mínima establecida en la normatividad (100%); Arauca, por el 
contrario, solo llegó al 74,1%, es decir un 16,4% por debajo del prome-
dio nacional, lo que confirma los problemas identificados por el mhcp.

Entre 2004 y 2011, el promedio del crecimiento de la cobertura 
neta educativa por nivel fue aproximadamente de un 14% en Arauca 
y un 73% en Casanare. En ambos departamentos sobresale el creci-
miento de la cobertura en la educación media y llama la atención 
que en Arauca la cobertura de la educación primaria disminuyó cerca  
del 20%.

En el sector educación, la competencia de “Mantener la actual 
cobertura y propender a su ampliación” fue asignada a los departa-
mentos, distritos y municipios certificados, pero en lo relativo a edu-
cación preescolar, básica y media conforme al régimen de regalías la 
cobertura exigida era del 100%, para todas las entidades territoriales, 
independientemente de que fueran o no certificadas en este sector, 
según los parámetros de la Ley 715 de 2001.

En el caso de los servicios de acueducto y alcantarillado, los 
resultados departamentales para la vigencia 2008, según la Superin-
tendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, muestran que ningún 
departamento receptor de regalías logró las metas previstas.

Cuadro 8. Cobertura del régimen subsidiado

Entidad 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011

Arauca 92,18% 88,49% 87,61% 88,94% 98,99% 100,00% 100,00% 100,00%

Casanare 123,80% 90,59% 94,98% 99,10% 100,00% 100,00% 100,00% 100,00%

País 91,59% 68,43% 71,51% 84,00% 90,66% 100,00% 100,00% 100,00%

Fuente: Ministerio de Salud y Protección Social.
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Finalmente, en cuanto a la tasa de mortalidad infantil, tmi, en 
2010 Arauca y Casanare están por encima del promedio nacional, 
mientras que departamentos como Quindío, Valle del Cauca, Norte 
de Santander y Caldas, así como Bogotá, tienen tasas inferiores al 13%. 
Entre 2004 y 2010, la disminución de la tmi en Arauca fue del 51% y  
en Casanare fue del 29%, a nivel nacional fue del 20%. Sin embargo, en  
departamentos que no fueron grandes receptores de regalías directas, 
como Cauca, Caquetá y Nariño la disminución fue superior al 49%.

Con estos indicadores se confirma que si bien Arauca y Casana-
re recibieron un volumen importante de regalías y las mismas fueron 
destinadas por disposición legal a educación, salud y agua potable y 
saneamiento, ninguno alcanzó todas las metas de cobertura estableci-
das; los avances observados tampoco pueden atribuirse a las regalías, 
pues otros departamentos, sin esos ingresos o con montos menores, 
presentaron resultados similares, lo que lleva a suponer que el desem
peño en estos sectores estuvo determinado por la distribución del sgp 
que sí consideraba las variables de población atendida y por atender. En 
consecuencia, como lo señaló el estudio del pnud (2010), las regalías se 
utilizaron de manera ineficiente o fueron desviadas a fines particulares.

6.7 la implementación del sgr 
en arauca y casanare

En cuanto a los avances del sgr en los departamentos de Arauca y Ca-
sanare, de acuerdo con la información del dnp, se identificó que los 
ocad departamentales ya están funcionando. Estos dos departamentos 
forman parte del ocad Regional Llanos.

Para la Gobernación de Arauca, el ocad departamental ha apro-
bado 67 proyectos por valor de $124 mil millones, de los cuales, cerca 
del 70% está destinado a los sectores de transporte (el 29%), educación 
(el 20%), minas y energía (el 10%) y ambiente y desarrollo sostenible 
(el 10%).
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Para la Gobernación de Casanare, el ocad departamental ha 
aprobado 62 proyectos por valor de $281,1 mil millones, de los cuales, 
cerca del 77% está destinado a los sectores de transporte (el 35%), 
agua potable y saneamiento básico (el 30%) y educación (el 12%).

Cuadro 9. Proyectos ocad Arauca

Sector Valor de proyecto (MM de $) Participación sectorial Número de proyectos

Transporte 35,5 29% 17

Educación 24,4 20% 9

Minas y energía 12,8 10% 9

Ambiente y desarrollo sostenible 12,7 10% 4

Agua potable y saneamiento 
básico

10,3 8% 2

Salud y protección social 8,2 7% 4

Inclusión social y reconciliación 7,2 6% 12

Agricultura 4,9 4% 4

Vivienda 4,3 3% 1

Trabajo 2,1 2% 2

Deporte y recreación 1,0 1% 2

Cultura 0,3 0% 1

Total 123,7 100% 67

Fuente: dnp. Con corte abril de 2013.

Cuadro 10. Proyectos ocad Casanare

Sector Valor de proyecto (MM de $) Participación sectorial Número de proyectos

Transporte 97,4 35% 12

Agua potable y saneamiento 
básico

84,7 30% 15

Educación 33,1 12% 4

Salud y protección social 24,1 9% 4

Minas y energía 15,8 6% 9
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Sector Valor de proyecto (MM de $) Participación sectorial Número de proyectos

Vivienda 11,8 4% 4

Inclusión social y reconciliación 5,0 2% 5

Agricultura 3,8 1% 1

Gestión del riesgo 2,3 1% 3

Deporte y recreación 1,6 1% 2

Infraestructura pública 0,9 0% 1

Comercio, industria y turismo 0,4 0% 1

Fortalecimiento institucional 0,4 0% 1

Total 281,1 100% 62

Fuente: dnp. Con corte abril de 2013.

Se observa que los sectores de educación y agua potable y sa-
neamiento básico, siguen siendo priorizados en la distribución de las 
asignaciones directas departamentales. Sin embargo, la mayor parti-
cipación en el total de los recursos corresponde al sector transporte, 
el 33%. Además, llaman la atención algunos proyectos aprobados que 
incluyen componentes con gastos recurrentes, advirtiendo así: 1) la 
probable insuficiencia del sgp para financiar los gastos básicos de  
la prestación de los servicios de educación y salud, 2) la asignación  
de competencias a las entidades territoriales sin la respectiva fuente de 
financiación, o 3) la presión de determinados grupos de interés para 
continuar invirtiendo regalías en ciertas iniciativas que históricamente 
se han financiado con estas. Algunos de los proyectos son:

1.	 Ampliación y sostenibilidad de la cobertura, permanencia 
de la oferta y la demanda del servicio educativo en el de-
partamento de Casanare.

2.	 Implementación de acciones de promoción, prevención y 
vigilancia en salud pública en el ámbito familiar y escolar 
en el departamento de Casanare.

3.	 Alimentación y transporte escolar.



112 Reforma al régimen de regalías y desarrollo regional

4.	 Implementación del sistema de vigilancia y atención de la 
conducta suicida en el departamento de Arauca.

5.	 Fortalecimiento de la seguridad vial mediante la señaliza-
ción y semaforización para mejorar la calidad de vida de los 
habitantes de los municipios del departamento de Arauca.

6.	 Apoyo a la generación de una cultura de emprendimiento 
a través de la implementación de estrategias del plan de-
partamental de emprendimiento en el departamento de 
Arauca.

7.	 Construcción de planes de vida indígena de los pueblos 
makaguan, u’wa e inga del departamento de Arauca.

8.	 Implementación de un programa contra la discriminación 
racial en el departamento de Arauca.

Estos ejemplos ponen en evidencia que no hay diferencias sus-
tanciales, desde el punto de vista formal, entre los proyectos que se 
vienen aprobando con los recursos del sgr y los que se aprobaban en 
el régimen anterior. No se cuestiona la necesidad de atender proble-
máticas o financiar gasto social, sin embargo, respecto a los objetivos 
de cada fondo de inversión o asignación prevista en el nuevo sistema, 
existen prioridades que no se ven claramente reflejadas en los procesos 
decisorios adelantados por los ocad a la fecha.

A partir de los anteriores elementos, es posible sacar algunas 
conclusiones sobre el desempeño de los departamentos de Arauca y 
Casanare, especialmente frente al anterior régimen de regalías:

1. 	 La revisión de la ejecución presupuestal de ingresos y gas-
tos evidencia que aunque estas dos entidades territoriales 
presentaron un buen desempeño fiscal, la calidad del gasto 
público no fue el mejor, ni sus finanzas públicas fueron sos-
tenibles. Lo anterior se evidencia en que si bien la inversión 
realizada fue importante, no garantizó el cumplimiento de 
las metas previstas en la normativa vigente ni tampoco la 
continuidad de los servicios y proyectos con una fuente de 
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financiación diferente a las regalías. Esto último se observa 
con los proyectos aprobados en vigencia del sgr, que tienen 
como propósito sostener el gasto que se venía financiando 
con regalías.

2. 	 El principal efecto del importante volumen de las regalías 
asignadas a los departamentos de Arauca y Casanare fue 
el incremento de los gastos de inversión; sin embargo, 
ese incremento no se tradujo en resultados diferenciales 
ni tampoco en un atributo de una buena gestión pública.  
La deficiente capacidad técnica y de gestión fue el principal 
factor para que la ejecución de los recursos no se hubiese 
reflejado en mejores indicadores sociales y económicos.

3. 	 La dependencia de las regalías en ambos departamentos 
durante el período analizado fue muy alta, y pese a los es-
fuerzos y estrategias adoptadas para mejorar la tributación 
la generación de ahorro corriente no fue permanente. 
Tanto en Arauca como en Casanare se evidenció endeuda-
miento.

4. 	 Aunque los recursos invertidos se destinaron principal-
mente a los sectores de salud, educación y agua potable 
y saneamiento básico, las metas no se cumplieron; así se 
comprobó que la ejecución de las regalías fue ineficiente. 
Desde 2002, en el trabajo de Gaviria, González y Zapata, se 
había señalado:

Así, con este ejercicio se muestra que todos los municipios de Casanare 

podrían haber alcanzado fácilmente una cobertura del 100% en salud, 

educación y saneamiento básico, invirtiendo los recursos de regalías 

correspondientes a los años 1998 y 1999. Esta estimación nos muestra 

el potencial de las regalías para atender gasto en el corto plazo en un 

departamento con las características del Casanare. (p. 53)

5. 	 Además de la precaria capacidad técnica y de gestión  
de estos departamentos, el diseño del régimen anterior de 
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regalías contribuyó a que la ejecución de estos recursos no 
fuera mejor. Ni el Estado central ni las entidades territo-
riales previeron la institucionalidad, los instrumentos y los 
procesos requeridos para garantizar un correcto uso de las 
regalías; las medidas se adoptaron sobre la marcha sin armo-
nizarlas con las demás disposiciones de la descentralización.

Teniendo en cuenta lo anterior, a continuación se presenta una 
síntesis de las deficiencias identificadas en los departamentos de Arau-
ca y Casanare y la forma como el nuevo sistema de regalías los aborda:

Cuadro 11. Síntesis de deficiencias en el anterior régimen 
de regalías y forma como las aborda el sgr

Variable Deficiencias de Arauca y Casanare ¿Cómo los aborda el sgr?

In
gr

es
os

 

En la jurisdicción de los dos 
departamentos se explotan 
yacimientos de hidrocarburos. 
Dados los criterios de 
distribución de la Ley 141 de 
1994, ellos concentraron el 31% de 
los recursos girados entre 1994 
y 2011. La población de estos 
departamentos representaba el 
1,26% del país, en 2011.

La reforma plantea un nuevo reparto de 
las regalías. Los recursos se distribuyen 
con criterios diferentes al del volumen 
de la producción; énfasis en población y 
pobreza. Entre 2013 y 2022 se estima que 
Arauca y Casanare recibirán cerca del 7% 
de los recursos asignados por el sgr a los 
departamentos con Bogotá.

G
as

to
s

Arauca: El 57% a inversión–
coberturas; el 37% a inversión–
no coberturas y el 2% incorrecta 
utilización. Casanare: El 55% a 
inversión–coberturas; el 41% a 
inversión–no coberturas y el 1% 
incorrecta utilización.

La inversión se orientó a 
educación, salud y agua potable, 
sectores que también se 
financiaban con el SGP.

–– La reforma elimina los porcentajes 
fijos para la distribución sectorial de los 
recursos. Son recursos de libre inversión 
y por tanto se amplía la autonomía, 
dado que ahora se pueden priorizar las 
iniciativas en función de problemáticas 
relevantes.

–– Se mantiene el carácter de destinación 
específica para las regalías y por tanto 
la restricción de financiar gastos de 
funcionamiento, así como los acuerdos 
de reestructuración de pasivos y 
programas de saneamiento fiscal y 
financiero.
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Variable Deficiencias de Arauca y Casanare ¿Cómo los aborda el sgr?
G

as
to

s 

Se observa: ineficiencia en la asig-
nación, ya que regalías y el sgp 
financiaban gastos similares con 
criterios de asignación diferen-
tes; desarticulación de fuentes de 
financiación, dado que no había 
complementariedad sino dupli-
cidad; restricción a la autonomía 
territorial, ya que la norma estable-
cía porcentajes fijos para la inver-
sión; incorrecta utilización, bien sea 
por incumplir los criterios de ley 
o por financiar iniciativas  
innecesarias, sobredimensiona-
das, inviables o inconclusas, alta 
dependencia de las regalías y  
disminución del esfuerzo fiscal.

–– Los proyectos de inversión susceptibles 
de ser financiados con regalías deben 
cumplir los criterios de pertinencia, 
viabilidad, sostenibilidad, impacto y 
articulación.

–– Son financiables la estructuración de 
los proyectos y las fases de operación y 
mantenimiento.

–– No obstante, la naturaleza de las regalías 
no permea el proceso de definición y 
priorización de proyectos. Se siguen 
aprobando iniciativas que requieren 
recursos corrientes, razón por la cual la 
sostenibilidad de las inversiones no está 
garantizada.

In
st

it
uc

io
n

al
id

ad
 y

 e
je

cu
ci

ón
 

–– Débil capacidad técnica y 
de gestión de las entidades 
que no contribuye a que un 
volumen tan importante de 
recursos se traduzca en un 
mejor nivel de desarrollo.

–– Desempeño promedio de las 
gobernaciones que evidencia 
que la magnitud de los 
recursos administrados no 
impactó positivamente sus 
resultados.

–– Incidencia de los actores 
armados en la administración 
de los recursos, “captura del 
Estado”.

–– Prevalencia de intereses 
particulares en la definición 
de prioridades, presupuestos y 
proyectos de inversión.

–– Clientelismo político y 
corrupción alrededor de la 
administración de regalías.

–– Las autoridades territoriales 
viabilizan, aprueban y 
ejecutan los proyectos. 

–– No aborda integralmente la capacidad 
técnica y de la gestión de las entidades; 
solo prevé que el dnp fortalecerá 
las secretarías de planeación de los 
municipios más pobres, con recursos 
de funcionamiento del sgr para la 
formulación de los proyectos.

–– La definición de los proyectos de 
inversión susceptibles de ser financiados 
con regalías, así como su evaluación, 
viabilización, aprobación y priorización 
recaen en los ocad, instancia en 
que tienen participación los tres 
niveles de gobierno, y en el caso de 
ciencia, tecnología e innovación, las 
universidades.

–– No blinda el proceso de contratación 
de los proyectos susceptibles de ser 
financiados con regalías ni su ejecución. 
El énfasis está puesto en la aprobación 
de los proyectos, fase que si bien es 
importante, no es suficiente para 
obtener buenos resultados en materia de 
inversión pública.
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Variable Deficiencias de Arauca y Casanare ¿Cómo los aborda el sgr?
In

st
it

uc
io

n
al

id
ad

 y
 e

je
cu

ci
ón

–– No aborda los esquemas que 
permitieron a políticos y contratistas la 
injerencia negativa en la ejecución de 
regalías. No es suficiente la definición 
de los comités consultivos ni tampoco 
la participación ciudadana y el control 
social previstos como una disposición 
común sin instrumentos concretos que 
contribuyan a controlar la corrupción.

–– El sgr no se articula con la normativa 
vigente en materia de descentralización; 
promueve unas reglas y procedimientos 
diferentes a los establecidos para las 
otras fuentes de financiación.

Pr
oc

es
o 

de
 g

es
ti

ón

–– Planeación de corto plazo; 
aunque señala estrategias para 
disminuir la dependencia de 
regalías, este objetivo no se 
logra.

–– Inestabilidad político- 
administrativa.

–– Inconsistencias en la 
información reportada.

–– Deficiente estructuración de 
proyectos de inversión.

–– Irregularidades contractuales 
y presupuestales.

–– Resultados no coherentes 
con la magnitud de recursos 
asignados.

–– Control y vigilancia 
concentrados en ejecución de 
recursos y no en resultados.

–– Prevé que los proyectos susceptibles 
de ser financiados con regalías formen 
parte de los planes de desarrollo 
territoriales, pero la definición de 
procedimientos específicos para el sgr 
disminuye la posibilidad de articular 
fuentes de financiación.

–– No aborda el problema de la dependen-
cia de las regalías ni establece incentivos 
para que las entidades territoriales mejo-
ren el recaudo de ingresos tributarios.

–– Insiste en la formulación de los 
proyectos de inversión, especialmente en 
la adopción de metodologías y guías; sin 
embargo en la implementación se le ha 
restado importancia, mediante esquemas 
como los Ocadton, que promueve la 
Presidencia de la República, en los que 
se reúnen varias entidades y se aprueba 
un número importante de proyectos.

–– Prevé un cambio de modelo en la 
vigilancia de las regalías, no solo porque 
se incluye la evaluación de los proyectos, 
sino porque se plantea la necesidad de 
construir la plataforma integrada de 
información para el sgr, que permita 
monitorear la ejecución de los proyectos; 
sin embargo a la fecha no hay avances 
relevantes. 

Fuente: Elaboración propia con base en los capítulos 5 y 6.



conclusiones y recomendaciones

A partir de los elementos expuestos, a continuación se presentan las 
conclusiones del trabajo, así como algunas recomendaciones:

El propósito del trabajo era

Contribuir a determinar si el Sistema General de Regalías tiende a 

subsanar las falencias que, de acuerdo con la experiencia de los de-

partamentos de Arauca y Casanare, caracterizaron el anterior régimen 

de regalías, y a fortalecer la institucionalidad pública para promover 

el desarrollo regional.

A partir de lo observado, se concluye que el diseño de la re-
forma constitucional y legal sí tiende a subsanar las falencias del 
régimen anterior de regalías, especialmente las relacionadas con la 
distribución, destinación y beneficiarios de los recursos, la aprobación 
de los proyectos de inversión y la institucionalidad. Sin embargo, el 
desconocimiento de la naturaleza de las regalías, la ausencia de un pe-
ríodo de transición entre regímenes, la desarticulación de los actores 
intervinientes, el afán por la aprobación de los proyectos, la deficiente 
capacidad técnica en la formulación de proyectos de inversión, la no-
vedad del presupuesto bienal, la desarticulación de la norma presu-
puestal y contractual y la errática implementación podrían afectar los 
objetivos y el alcance de la reforma, llevando a que la comunidad, las 
entidades territoriales y el mismo Gobierno nacional la perciban como 
un desacierto. La implementación ha sido errática, en gran medida, 
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porque el dnp, que es la entidad encargada de liderar dicho proceso, 
no adelantó una fase de alistamiento que le permitiera disponer de 
recurso humano idóneo, infraestructura tecnológica y procesos acor-
des al nuevo sistema.

Respecto a si el nuevo sistema tiende a fortalecer la institucio-
nalidad pública para promover el desarrollo regional, lo observado 
permite inferir que la definición de los ocad, su integración, el én-
fasis regional en los procesos de planeación y en las inversiones y el 
fortalecimiento del nivel intermedio de Gobierno sí podrán fortalecer 
dicha institucionalidad. Sin embargo, ese resultado depende no solo 
de que la reforma se estabilice, sino también de que el Gobierno na-
cional adopte medidas para: 1) fortalecer técnicamente a las entidades 
territoriales empoderándolas como gestoras de su propio desarrollo, 
2) promover los esquemas asociativos, 3) integrar al sgr con los de-
más mecanismos de la descentralización territorial en el marco de un 
estatuto unificado, 4) fortalecer los sistemas de información territorial 
–sin información de calidad y oportuna no es posible tomar decisio-
nes acertadas y realizar seguimiento a los resultados–, y 5) focalizar el 
seguimiento y la evaluación en los resultados de los proyectos y no en 
la ejecución de los recursos.

Frente a las preguntas específicas que guiaron el trabajo, los 
elementos planteados en el transcurso del documento permiten con-
cluir los siguientes aspectos:

1. 	 El régimen de regalías en Colombia fue modificado en 
2011, mediante una reforma constitucional y legal que 
inició su implementación en enero de 2012. El régimen 
original, conforme a las evidencias identificadas en este do-
cumento, tenía un diseño que llevó, en materia de recursos, 
a la inequidad en la distribución, a la inflexibilidad en la 
destinación y a la desarticulación con los demás ingresos 
de las entidades territoriales.

	 Por lo tanto, el diseño del régimen, aunado a la deficiente 
capacidad técnica y de gestión de las entidades territoriales, 
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la inestabilidad política, la corrupción y el conflicto arma-
do, hicieron que a pesar del volumen de recursos percibi-
dos las regalías no fueran un impulsor determinante de la 
transformación en el desarrollo. De ahí que el desempeño 
de departamentos receptores de regalías directas, como 
Arauca y Casanare, no presentara mejores resultados que 
el de muchos departamentos que no contaron con esos 
recursos.

2. 	 El diseño constitucional y legal llevó a que las regalías no 
solo se concentraran en algunas entidades territoriales, sino 
que estas tuvieran que destinarlas mayoritariamente a salud, 
educación y agua potable y saneamiento básico, lo que res-
tringió su autonomía y la priorización de las iniciativas; pese 
a ese énfasis, los resultados logrados por los departamentos 
de Arauca y Casanare en los sectores priorizados por las 
normas nacionales no fueron satisfactorios conforme a los 
organismos de control y vigilancia.

	 Dadas estas deficiencias, el Gobierno nacional promovió 
la reforma al régimen, mediante la adopción del sgr que 
transforma el esquema de distribución y destinación de 
los recursos y crea una nueva institucionalidad. Con dicha 
reforma se pretende lograr equidad social, regional e in-
tergeneracional, así como competitividad y transparencia 
en la ejecución de los recursos.

	 El diseño constitucional y legal explica la concentración de 
los recursos, la ineficiencia en su asignación, la desarticula-
ción de las fuentes de financiación y la baja autonomía; sin 
embargo, no justifica los gastos inadecuados identificados 
en la ejecución de las regalías. Al revisar las irregularidades 
encontradas, se observa que son consecuencia de la débil 
capacidad técnica y de gestión de las entidades territoriales, 
de las relaciones y prácticas que se construyen alrededor de 
estas, y del rol que tienen en la definición e implementación 
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de políticas públicas y proyectos de inversión ciertos actores 
legales e ilegales, armados o no.

3. 	 A diferencia del nuevo sgr, el anterior régimen de rega-
lías no determinaba ningún proceso específico al que las 
entidades territoriales debieran ajustarse; todo el ciclo de 
distribución, programación, planeación, ejecución, segui-
miento, control y evaluación era el establecido para las de-
más fuentes de financiación. En ese sentido, el Gobierno 
nacional y los departamentos y municipios consideraban 
a las regalías como una fuente de financiación que debía 
presupuestarse y ejecutarse conforme a las reglas y criterios 
vigentes, en el marco de las competencias que les asignaban 
la Constitución y la ley.

	 En esta forma, la responsabilidad por la ejecución de las re-
galías recaía en las autoridades territoriales, especialmente 
en los alcaldes y gobernadores; el Gobierno nacional ejercía 
las funciones de distribución, giro y control de los recursos 
mediante el mme, Ingeominas, la anh y el dnp.

	 El Gobierno nacional hizo hincapié en el proceso de con-
trol y vigilancia, lo que permitió identificar y divulgar las 
irregularidades asociadas a la administración de los recursos 
de regalías. No obstante, dicho control estuvo más orien-
tado a la ejecución de los recursos que al análisis de sus 
resultados. Si bien se realizó seguimiento a los indicadores 
de las metas mínimas de coberturas, las conclusiones de tra-
bajos como el del pnud (2010) indican que se cumplieron o 
mejoraron por efecto de todas las fuentes de financiación, 
especialmente del sgp y no de la asignación de las regalías 
directas.

4. 	 El nuevo sgr pretende corregir las deficiencias del anterior 
régimen y para ello transforma las reglas de distribución, 
amplía los beneficiarios de los recursos y adopta una nueva 
institucionalidad. En ese sentido, reduce la participación de 
las entidades productoras o portuarias de cerca del 80% al 
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12% aproximadamente; fortalece al departamento, ya que 
la distribución de los recursos se realiza mediante cupos 
departamentales para los fondos de Desarrollo Regional, 
Compensación Regional, Ciencia, Tecnología e Innovación 
y Ahorro y Estabilización; organiza una Comisión Rectora 
para definir y orientar la política en materia de regalías; 
crea los Órganos Colegiados de Administración y Decisión 
para evaluar, viabilizar y aprobar los proyectos de inversión, 
lo que obliga a la articulación de los tres niveles de gobier-
no; vincula a las universidades y promueve la conformación 
de Comités Técnicos Consultivos; establece un régimen 
presupuestal propio y genera el Sistema de Monitoreo, 
Seguimiento, Control y Evaluación (smsce).

	 Además, el sgr elimina los porcentajes previstos en el régi-
men anterior para la inversión de los recursos; determina 
que una parte de las regalías se destine a ahorro público y 
pensional, a la administración del sistema y del smsce y a la 
fiscalización, y lo demás a inversión, mediante proyectos de 
libre inversión que cumplan determinadas características. 
La reforma mantiene el proyecto de inversión como unidad 
de ejecución de los recursos y amplía su destinación, con 
el riesgo de atomizar los recursos y, por lo tanto, de redu-
cir el efecto esperado con la financiación de proyectos de 
impacto regional.

	 Pese a esos cambios, la reforma no aborda el problema de 
la capacidad técnica e institucional de las entidades territo-
riales, excepto por los recursos que se destinan al fortaleci-
miento de las secretarías municipales de planeación como 
porcentaje de la administración del sgr. Tampoco se abor-
da el clientelismo político que ahora podría fortalecerse 
con la revitalización del papel de los departamentos en la 
distribución de los recursos (cupos departamentales) y en 
los procesos de definición de los proyectos susceptibles de 
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financiar con recursos tanto de impacto regional como de  
impacto local.

	 Por lo demás, la reforma parece desconocer la naturaleza 
fluctuante y agotable de los recursos –excepto por el com-
ponente de ahorro–, ya que si bien fija unas características 
que deben cumplir los proyectos de inversión, algunos de 
los aprobados a la fecha no los cumplen. El énfasis puesto 
en el cumplimiento de las metodologías de formulación 
de proyectos no garantiza solidez técnica ni viabilidad para 
las iniciativas de inversión. Tales metodologías han permi-
tido que surjan o se consoliden organizaciones privadas 
cuyo objeto principal es la estructuración de los proyectos.  
Si bien esto puede apoyar a las administraciones territoria-
les en esa función, también puede dar lugar a la conforma-
ción de un grupo de agentes cooptadores de los recursos, 
que reducen la transparencia en su manejo.

	 Así mismo, la reforma realza el papel del Gobierno nacional 
en la aprobación y viabilización de los proyectos. Se supone, 
en efecto, que la intervención del Gobierno nacional blinda 
técnica y éticamente el proceso decisorio, supuesto que, 
sin embargo, no tiene asidero y que está llevando a que en 
la práctica el Gobierno pierda objetividad para evaluar los 
resultados del sistema y asuma responsabilidades políticas 
y técnicas por procesos que escapan a su control. Esto po-
dría, más adelante, acarrear sanciones de los organismos 
de control, no necesariamente para la alta dirección del 
Estado, pero sí para funcionarios delegados en los ocad, 
que sin tener los elementos necesarios están aprobando los 
proyectos.

	 Ahora bien, la reforma otorga al Congreso de la República 
una función que en el sistema anterior no tenía: aprobar 
bienalmente el presupuesto de regalías. Esto, sumado a la 
injerencia del Gobierno nacional en la aprobación de los 
proyectos de inversión, puede convertir las regalías en presa 
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de las transacciones políticas del orden nacional. Cabe seña-
lar que antes esas transacciones se daban entre asambleas y 
gobernadores o alcaldes y concejos, autoridades e instancias 
que en el nuevo sgr quedaron con menos funciones.

5. 	 Es previsible que por la operación de los ocad, los tres ni-
veles de gobierno se engranen y por lo tanto aprueben pro-
yectos de inversión de impacto regional, que reduzcan las 
disparidades entre departamentos y en el interior de estos. 
Esto exige, sin embargo, acordar conjuntamente objetivos, 
estrategias, proyectos y prioridades, lo que toma tiempo, 
razón para que el sistema no se someta a las presiones del 
calendario electoral.

	 En ese sentido, la nueva institucionalidad podrá incidir 
positivamente en el desarrollo regional, en la medida que 
se adopten procedimientos claros y expeditos, con tiempos 
suficientes que permitan al sistema estabilizarse y a los acto-
res asumir sus funciones con responsabilidad, garantizando 
el cumplimiento de las características que la ley ha previsto 
para los proyectos de inversión. Pese a esto, cabe advertir 
que dado que la nueva institucionalidad es paralela a la que 
existe para las otras fuentes de financiación, la reforma po-
dría chocar con las disposiciones que regulan actualmente 
la gestión territorial.

6. 	 La reforma al régimen de regalías es un mecanismo con el 
que Colombia se aproximó a la implementación de políticas 
de tercera generación de desarrollo, en las que la integra-
ción de los niveles de gobierno y el entorno es fundamental 
para elevar la competitividad. Se buscó fortalecer la instan-
cia intermedia –el departamento– para que actuara como 
actor estratégico y promotor de alianzas entre los Gobiernos 
locales, regionales y nacional, así como entre los sectores 
público y privado.

7. 	 El análisis del régimen anterior de regalías muestra que, si 
bien la descentralización en Colombia actúa como principal 
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política territorial y marco de referencia del peso crecien-
te de los Gobiernos municipales y departamentales en la 
ejecución de los recursos públicos, su implementación 
no ha logrado un engranaje y desarrollo armónico de 
las diversas fuentes de financiación de tales gobiernos.  
La descentralización ha puesto de relieve la distribución y 
el giro de las transferencias (sgp) y no en las demás fuentes 
de financiación. Esto, aunque explicable, no justifica que 
Colombia, varias décadas después, no haya adoptado un es-
tatuto unificado que precise las competencias de cada nivel 
de gobierno, las capacidades requeridas para su ejecución, 
los usos de los ingresos de acuerdo con su naturaleza, los 
mecanismos de integración entre las entidades y los indi-
cadores de seguimiento y evaluación.

8. 	 La descentralización es necesaria e importante para fortale-
cer la democracia, mas no suficiente para garantizar eficien-
cia, eficacia y transparencia en la ejecución de los recursos 
ni en los procesos adoptados por la Nación y las entidades 
territoriales, dado que no es ajena a las instituciones, a las 
prácticas y relaciones que operan en las gobernaciones y 
alcaldías. En ese contexto, la reforma al régimen de regalías 
y particularmente su institucionalidad no deben conside-
rarse como un instrumento autónomo que por su propia 
dinámica llevará al cumplimiento de los objetivos del sgr; 
es necesario adoptar ajustes más amplios en materia de 
descentralización, especialmente en cuanto a capacidad 
técnica y procesos políticos.

9. 	 La experiencia del régimen de regalías pone de manifiesto 
que el incremento de los ingresos generados por la explo-
tación de los recursos naturales no renovables no nece-
sariamente se convierte en mayores niveles de bienestar; 
para que esto se logre, se requieren mejores instituciones 
y organizaciones con capacidad de manejar el entorno y  
asegurar economía, eficiencia, eficacia, transparencia  
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y calidad en la provisión de los bienes y servicios financiados 
con los recursos públicos, con el fin de agregar valor para 
los ciudadanos. El objetivo es sustituir el capital natural 
que tiende a agotarse por la explotación, por otros capita-
les (físico, humano, tecnológico) que hagan sostenible el 
desarrollo, al multiplicar las opciones y por ende la esfera 
de libertades de la población. Las regalías en el régimen 
anterior, si bien contribuyeron al desarrollo de los departa-
mentos y municipios, no lo hicieron a la altura de la cuantía 
de los recursos girados; una distribución más acertada y una 
ejecución eficiente quizás habrían obtenido mejores logros.

La autonomía, elemento fundamental desde la perspectiva del 
desarrollo humano y componente básico de la capacidad institucional, 
se ha visto limitada tanto en el régimen anterior como en el nuevo.  
En el primero, porque la normatividad establecía unos porcentajes 
para invertir los recursos, lo que impedía que las autoridades territo-
riales adelantaran una priorización de acuerdo con las necesidades de 
la comunidad y de los planes de gobierno que soportaban los procesos 
electorales; en el segundo, porque en los ocad las decisiones respecto 
a los proyectos se realiza en forma conjunta con el Gobierno nacional 
que, en algunos fondos, tiene poder de veto.

El Estado colombiano debe fomentar el desarrollo humano a 
partir de políticas públicas, que consideren las particulares caracte-
rísticas de las instituciones y organizaciones públicas, que permitan 
precisar los alcances de los objetivos adoptados. Si bien el diseño del 
sgr, como pieza del proceso de descentralización, no observó algunas 
de esas características, genera instancias (por ejemplo, el ocad y los co-
mités consultivos) e instrumentos (por ejemplo, el presupuesto bienal, 
los ejercicios de planeación regional, los criterios de los proyectos) que 
implementados progresivamente traerán beneficios importantes para 
la comunidad. Sin embargo, el logro de esos beneficios depende del 
fortalecimiento integral de la capacidad técnica y política del Estado.
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anexo 1. guía de entrevista individual 
semiestructurada

tipo de instrumento

Se trata de una entrevista semiestructurada que se realizó a dos grupos 
de funcionarios: uno perteneciente a entidades del Gobierno nacio-
nal y otro, a funcionarios de las gobernaciones de Arauca y Casanare.

duración

45 minutos aproximadamente

contexto

La entrevista forma parte del trabajo de grado Reforma al régimen de 
regalías y desarrollo regional: La experiencia de los departamentos de Arauca 
y Casanare, que tiene como objetivo “Contribuir a determinar si la ins-
titucionalidad del Sistema General de Regalías tiende a subsanar las 
falencias que, de acuerdo con la experiencia de los departamentos de 
Arauca y Casanare, caracterizaron el anterior régimen de regalías, y 
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a mejorar la capacidad de los departamentos para promover el desa-
rrollo regional”. Estas entrevistas se realizaron a un conjunto de fun-
cionarios o ex funcionarios, seleccionados a partir del conocimiento y 
experiencia que tienen en la administración de los recursos de regalías, 
ya sea en su planeación, ejecución, seguimiento o control. La infor-
mación se registró directamente en el formulario y su organización 
se realizó en Excel.

Formato para funcionarios del Gobierno 
nacional y de las gobernaciones

Fecha:

Nombre:

Entidad:

Función que desarrolla:

A. Presentación: se realizó una breve explicación del trabajo de grado, de los 
antecedentes y de los motivos de llevarlo a cabo.

B. Régimen anterior

1. ¿Considera que era necesario 
realizar una reforma al régimen de 
regalías? ¿Por qué?

2. Teniendo en cuenta los aspectos 
señalados, ¿qué ventajas o 
desventajas tenía el anterior régimen 
desde el punto de vista de:

2.1 normatividad?

2.2 distribución, destinación y 
beneficiarios de las regalías?

2.3 institucionalidad: entidades, 
funciones y relaciones?

2.4 procesos: planeación y 
ejecución?
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2.5 resultados: capacidades, 
prioridades e indicadores?

2.6 contratación?

2.7 ejecución de los recursos?

2.8 control y vigilancia?

2.9 promoción del desarrollo 
regional?

C. Contexto y reforma al régimen de regalías (de acuerdo con su experiencia y 
conocimiento):

3. ¿Cuáles considera fueron las 
razones más importantes que 
motivaron la reforma?

4. ¿Qué actores desempeñaron un 
papel estratégico para realizar dicha 
reforma? ¿Las entidades territoriales 
lo desempeñaron?

5. ¿La reforma promueve y fortalece 
la descentralización? ¿Cómo?

6. ¿Qué relación tiene dicha 
reforma con el fortalecimiento de 
la capacidad institucional de las 
entidades territoriales?

7. ¿Cuáles son las principales 
características del nuevo sistema? 
¿Qué diferencias observa entre el 
sgr y el anterior régimen?

8. ¿Cuáles son las fortalezas y 
debilidades de la reforma?

9. ¿Qué asuntos quedaron 
pendientes en la reforma de 
regalías?

D. sgr (de acuerdo con su experiencia y conocimiento):

10. ¿Qué obstáculos y de qué 
tipo enfrentará el sgr para que 
contribuya adecuadamente al 
desarrollo regional? 
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11. ¿Qué ventajas tiene el diseño 
institucional del sgr para la 
promoción del desarrollo regional?

12. ¿El diseño del sgr subsanó las 
falencias del régimen anterior? 
¿Cómo? ¿Qué aspectos no subsanó?

13. ¿Qué problemas se han 
presentado en la implementación 
del sgr?

14. ¿Los problemas de la 
implementación han reducido 
el alcance previsto frente a 
la contribución del sgr en el 
desarrollo regional?

15. En el corto, mediano y largo 
plazo, ¿qué espera del sgr?
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Esta publicación se 
editó en el 2015, 35 años 

después de que el Comité Ejecutivo 
de la Universidad de los Andes, en el 

Acta del 13 de febrero de 1980, aprobara la 
creación de Ediciones Uniandes. Han sido 
35 años de sostenida producción editorial 
de títulos de carácter científico, artístico 

y cultural, en los que hemos pasado de 
las galeradas y las pruebas azules a 

la impresión digital y el libro 
electrónico.
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